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2. Autoridades y personal

2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 29 de mayo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se le concede
destino a don Santiago Domínguez Meca a la plaza
de oficial, en el Juzgado de Paz de Conil de la Frontera
(Cádiz), en cumplimiento de sentencia judicial de 21
de septiembre de 2001, dictada por la Sección Cuarta
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía.

Habiendo sido estimado el recurso contencioso-adminis-
trativo interpuesto por don Santiago Domínguez Meca contra
la Resolución de la Dirección General de Recursos Humanos
y Medios Materiales de la Consejería de Gobernación y Justicia
de la Junta de Andalucía de fecha 24 de marzo de 1999,
publicada en el BOE de fecha 31 de marzo siguiente, por
la que se acordó otorgar destinos definitivos en resolución
del concurso de traslados de fecha 21 de septiembre de 1998
para cubrir plazas de Secretarías de Juzgados de Paz de más
de 7.000 habitantes entre Secretarios de Paz a extinguir y
Oficiales de la Administración de Justicia, del que quedó recha-
zado el Sr. Domínguez Meca, y que se anula dicha resolución
y se ordena retrotraer el expediente administrativo a la fase
de resolución del referido concurso de traslado, a fin de que,
con admisión del Sr. Domínguez Meca a participar en el mis-
mo, se resuelva con arreglo a Derecho.

Resultando que se ha procedido a la ejecución de la refe-
rida sentencia acordándose en resolución de 16 de mayo de
2002 el cumplimiento de la misma, a tal efecto se ha com-
probado que el número de escalafón de don Santiago Domín-
guez Meca era de 1.501 y el de don Miguel Angel Gambin
Molina era el 8.903 actual titular del puesto obtenido en el
referido concurso, y ambos funcionarios han presentado en
el referido concurso su acreditación de Licenciatura de
Derecho.

En base a lo anterior, procede conceder destino a don
Santiago Domínguez Meca en el puesto de Secretario del Juz-
gado de Paz de Conil de la Frontera. Los plazos de cese y
toma de posesión empezarán a contarse a partir del día siguien-
te al de la publicación de esta Resolución en el «Boletín Oficial
del Estado». El cese deberá efectuarse dentro de los 3 días
hábiles siguientes a la publicación de la presente Resolución
y el plazo de toma de posesión será el que establecía la reso-
lución del concurso de traslado de fecha de 21 de septiembre
de 1998, Novena. 4, esto es ocho días naturales al cese
si tiene lugar dentro de la misma población y dentro de los
veinte días naturales siguientes si se produce en localidad
distinta a la del cese.

En virtud de las atribuciones que me confiere el Decreto
121/2002, de 9 de abril, en su artículo 7.2.p),

R E S U E L V O

Conceder a don Santiago Domínguez Meca destino en
la plaza de Secretario en el Juzgado de Paz de Conil de la
Frontera (Cádiz), en el concurso convocado con fecha 21 de
septiembre de 1998 para cubrir plazas de Secretarios de Juz-
gados de Paz de más de 7.000 habitantes, y resuelto por
resolución de 24 de marzo de 1999 publicada en el BOE
de 31 de marzo siguiente, dándose cumplimiento a la referida
sentencia.

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía adminis-
trativa, podrá interponerse recurso de reposición ante este órga-
no en el plazo de un mes o ser impugnada directamente ante
el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo competente en
el plazo de dos meses, ambos a contar desde el día siguiente
a la fecha de la recepción de su notificación, todo ello de
acuerdo con lo establecido en el artículo 116 y 117 de la
Ley 30/1992, de RJAP y PAC, y 46 de la Ley 29/1998,
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 29 de mayo de 2002.- El Secretario General
Técnico, José Antonio Muriel Romero.

RESOLUCION de 11 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de la Función Pública, por la que se auto-
riza a don José Hernández Navarrete, Secretario-In-
terventor del Ayuntamiento de Fuente Tójar (Córdoba),
a desempeñar las funciones del puesto de trabajo de
Secretaría-Intervención en la Entidad Local Autónoma
de Castil de Campos (Córdoba) en régimen de acu-
mulación.

La Entidad Local Autónoma de Castil de Campos (Cór-
doba) acordó solicitar de esta Comunidad Autónoma, con fecha
22 de mayo de 2002, la autorización para la acumulación
de las funciones de Secretaría-Intervención a favor de don
José Hernández Navarrete, Secretario-Interventor del Ayun-
tamiento de Fuente Tójar (Córdoba).

El Ayuntamiento de Fuente Tójar (Córdoba), mediante
Acuerdo de fecha 24 de mayo de 2002, no pone reparos
a que el indicado funcionario se haga cargo en forma acu-
mulada de las funciones de Secretaría-Intervención de la Enti-
dad Local Autónoma de Castil de Campos (Córdoba).

La petición formulada por la Entidad Local Autónoma de
Castil de Campos (Córdoba) para que se autorice dicha acu-
mulación de funciones está fundamentada en la necesidad
de asistencia profesional para los asuntos que afecten a la
buena marcha de la Corporación, funciones éstas de carácter
público y necesarias en todas las Corporaciones Locales, tal
y como dispone el artículo 92.3 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.

Con este propósito se ha instruido el preceptivo expe-
diente, que ha sido tramitado de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 31 del Real Decreto 1732/1994, de
29 de julio, sobre provisión de puestos de trabajo reservados
a funcionarios de Administración Local con habilitación de
carácter nacional.

Por todo ello, al amparo de la legislación invocada, y de
conformidad con lo establecido en el Decreto 467/1994, de
13 de diciembre, por el que se asignan a la Consejería de
Gobernación las competencias atribuidas por la Disposición
Adicional Novena de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre,
en relación con lo dispuesto en el artículo 11.1.e) del Decreto
139/2000, de 16 de mayo, por el que se establece la estructura
orgánica de la Consejería de Justicia y Administración Pública.

Esta Dirección General ha tenido a bien disponer lo
siguiente:

Primero. Autorizar la acumulación de las funciones del
puesto de trabajo de Secretaría-Intervención de la Entidad Local
Autónoma de Castil de Campos (Córdoba) a don José Her-
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nández Navarrete, DNI 30.398.319, Secretario-Interventor del
Ayuntamiento de Fuente Tójar (Córdoba).

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este orden en el plazo de dos meses, contados desde
el día siguiente al de la notificación de este acto, todo ello
de conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, y en el artícu-
lo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 11 de junio de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de la Función Pública, por la que se nom-
bra a doña M.ª Antonia Moreno Rodríguez como fun-
cionaria interina para el desempeño del puesto de tra-
bajo de Secretaría-Intervención en el Ayuntamiento de
Sorbas (Almería).

Vista la propuesta formulada por el Ayuntamiento de Sor-
bas (Almería) a favor de doña M.ª Antonia Moreno Rodríguez
para que se efectúe nombramiento a su favor como funcionaria
interina para el desempeño del puesto de trabajo de Secre-
taría-Intervención, y habiendo quedado acreditado que se han
observado los principios de igualdad, mérito, capacidad y
publicidad, de conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 34 del Real Decreto 1732/1994, de 29 de julio, sobre
provisión de puestos de trabajo reservados a funcionarios de
Administración Local con habilitación de carácter nacional;
en el artículo 64 de la Ley 42/1994, de 30 de diciembre,
de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, modi-
ficado en su apartado primero por el artículo 52 de la Ley
24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Admi-
nistrativas y del Orden Social, y en el Decreto 467/1994,
de 13 de diciembre, por el que se asignan a la entonces
Consejería de Gobernación las competencias atribuidas por
la Disposición Adicional Novena de la Ley 22/1993, de 29
de diciembre, en relación con el artículo 11.1.e) del Decreto
139/2000, de 16 de mayo, por el que se establece la estructura
orgánica de la Consejería de Justicia y Administración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Nombrar a doña M.ª Antonia Moreno Rodríguez,
con DNI 52.526.781, como funcionaria interina para el
desempeño del puesto de Secretaría-Intervención del Ayun-
tamiento de Sorbas (Almería). El presente nombramiento de
funcionaria interina se autoriza hasta la cobertura del puesto
de Secretaría-Intervención de este Ayuntamiento por los pro-
cedimientos ordinarios de provisión de carácter definitivo o
hasta la designación de funcionario con habilitación de carácter
nacional mediante nombramiento provisional, acumulación o
comisión de servicios.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este orden en el plazo de dos meses, contados desde
el día siguiente al de la notificación de este acto, de con-
formidad con lo establecido en los artículos 116 y 117 de

la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 12 de junio de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

RESOLUCION de 27 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Gestión de Recursos Humanos, por
la que se adjudica puesto de libre designación, con-
vocado por Resolución que se cita.

De conformidad con lo previsto en el artículo 25.1 de
la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la
Función Pública de la Junta de Andalucía, consideradas las
prescripciones establecidas en el Real Decreto 364/1995, de
10 de marzo, y teniendo en cuenta la competencia que me
delega la Orden de 21 de mayo de 1996 (BOJA núm. 67,
de junio), se adjudica el puesto que a continuación se indica,
convocado por Resolución de esta Dirección General de 14
de mayo de 2002 (BOJA núm. 67, de 8 de junio), para el
que se nombra a la funcionaria que figura en el Anexo I.

La toma de posesión se efectuará en los plazos esta-
blecidos en el artículo 48, punto 1, del Real Decreto
364/1995, de 10 de marzo, remitiéndose la documentación
correspondiente para su inscripción en el Registro General de
Personal, mediante la aplicación informática SIRhUS.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer en el plazo dos meses, a contar
desde el día siguiente a su notificación, recurso contencio-
so-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo competente, conforme a lo establecido en los artícu-
los 8.2.a), 14 y 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, o, potes-
tativamente, recurso de reposición en el plazo de un mes,
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante esta
Dirección General, de conformidad con los artículos 107.1,
116 y 117 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Sevilla, 27 de junio de 2002.- El Director General, Carlos
Gómez Oliver.

ANEXO I

DNI: 34.013.072.

Primer apellido: Torres.

Segundo apellido: Ruiz.

Nombre: Francisco.

Código puesto: 1750010.

Puesto de trabajo adjudicado: Coordinador General de Pla-
nificación y Control Presupuestario.

Consejería: Educación y Ciencia.

Centro directivo: Secretaría General Técnica.

Localidad: Sevilla.
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UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 5 de junio de 2002, de la Uni-
versidad de Granada, por la que se nombra a don
Miguel Angel Muñoz Martínez Profesor Titular de esta
Universidad.

Vista la propuesta formulada por la Comisión correspon-
diente que ha juzgado el concurso para proveer la plaza del
Cuerpo de Profesores Titulares de Universidad en el Area de
Conocimiento de Física de la Materia Condensada, convocada
por Resolución de la Universidad de Granada de fecha
30.7.2001 (Boletín Oficial del Estado de 7.9.2001), y tenien-
do en cuenta que se han cumplido los trámites reglamentarios.

Este Rectorado, de conformidad con lo establecido en
el artículo 13 del Real Decreto 1888/1984, de 26 de sep-
tiembre (Boletín Oficial del Estado de 26 de octubre); artículo
4 del Real Decreto 898/1985, de 30 de abril (BOE de 19
de junio), y artículos 139 a 143 de los Estatutos de esta
Universidad, ha resuelto aprobar el expediente del referido
concurso y, en su virtud, nombrar a don Miguel Angel Muñoz
Martínez Profesor Titular de esta Universidad, adscrito al Area
de Conocimiento de Física de la Materia Condensada.

El citado Profesor ha quedado adscrito al Departamento
de Electromagnetismo y Física de la materia.

Granada, 5 de junio de 2002.- El Rector, David Aguilar
Peña.

2.2. Oposiciones y concursos

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de la Función Pública, por la que se da
publicidad a las bases y convocatoria para la provisión
del puesto de trabajo de Interventor Adjunto de la Dipu-
tación Provincial de Málaga, mediante el sistema de
libre designación.

Vacante el puesto de trabajo de Interventor Adjunto, reser-
vado a funcionarios de Administración Local con habilitación
de carácter nacional, de la Diputación Provincial de Málaga,
aprobadas por la Diputación las bases de selección, mediante
Acuerdo adoptado por la Comisión de Gobierno el día 28 de
mayo de 2002, y acordada asimismo su convocatoria para
su provisión mediante el sistema de libre designación, de con-
formidad con lo previsto en el artículo 28.2 del Real Decreto
1732/1994, de 29 de julio, sobre provisión de puestos de
trabajo reservados a funcionarios de Administración Local, y
en el Decreto 467/1994, de 13 de diciembre, por el que
se asignan a la entonces Consejería de Gobernación las com-
petencias atribuidas por las Disposiciones Adicionales Novena
de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, y Tercera del Real
Decreto 1732/1994, de 29 de julio, relativas al régimen jurí-
dico de funcionarios de Administración Local con habilitación
de carácter nacional, en relación con el artículo 11.1.e) del
Decreto 139/2000, de 16 de mayo, por el que se establece
la estructura orgánica de la Consejería de Justicia y Admi-
nistración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Dar publicidad a las bases y convocatoria para
la provisión mediante el sistema de libre designación del puesto
de trabajo de Interventor Adjunto, vacante en la plantilla de
funcionarios de Administración Local con habilitación de carác-
ter nacional de la Diputación Provincial de Málaga.

BASES PARA LA COBERTURA DEL PUESTO DE TRABAJO
DE INTERVENTOR ADJUNTO DE LA DIPUTACION PROVIN-
CIAL DE MALAGA, MEDIANTE EL SISTEMA DE LIBRE

DESIGNACION

1. Objeto.
Es objeto de las presentes bases:

1.1. La provisión por el sistema de libre designación del
puesto de trabajo de Interventor Adjunto de la Diputación Pro-
vincial de Málaga.

1.2. El puesto tiene nivel 30 de complemento de destino
y un complemento específico anual de 33.665,75 E.

2. Participación.
2.1. Podrán solicitar el puesto de trabajo los funcionarios

de Administración Local con Habilitación de carácter nacional
pertenecientes a la Subescala de Intervención-Tesorería, cate-
goría Superior.

2.2. No podrán participar:

- Los funcionarios inhabilitados y los suspensos en virtud
de Sentencia o Resolución Administrativa firme, si no hubiera
transcurrido el tiempo señalado en ellas.

- Los funcionarios destituidos a que se refiere el artículo
148.5 del Texto refundido de las disposiciones legales vigentes
en materia de Régimen Local, aprobado por Real Decreto Legis-
lativo 781/1986, de 18 de abril.

- Los funcionarios en las situaciones de excedencia volun-
taria a que se refiere el artículo 29.3.c) y d) de la Ley de
Medidas para la Reforma de la Función Pública, si no hubiera
transcurrido el plazo de dos años desde el pase a las mismas.

3. Méritos específicos:

- Haber desempeñado funciones de Intervención categoría
Superior en Diputaciones u otros Organismos de carácter
provincial.

- Haber ocupado puesto de trabajo perteneciente a fun-
cionario con habilitación de carácter nacional en Diputaciones
u otros Organismos de carácter provincial en cualquier otra
subescala distinta a la anterior.

- Haber desempeñado funciones de asesoramiento a
Municipios en materia jurídico económica en servicios depen-
dientes de Diputaciones Provinciales.

- Haber ocupado puesto de trabajo como funcionario de
habilitación nacional en Ayuntamientos cuya Secretaría esté
catalogada de 1.ª categoría, según lo establecido en el artículo
12 del Real Decreto 1174/1987.

Los requisitos y méritos alegados deberán reunirse en
la fecha de la resolución de la convocatoria.

4. Documentación.
Para tomar parte en la convocatoria, los participantes pre-

sentarán la siguiente documentación:

- Instancia dirigida a la Presidencia de la Diputación Pro-
vincial de Málaga solicitando tomar parte en la convocatoria
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y expresando reunir todos y cada uno de los requisitos de
la convocatoria.

- Relación de méritos profesionales y académicos en el
que consten los títulos académicos, años de servicios, puesto
de trabajo desempeñados en las Administraciones Públicas,
estudios y cursos realizados, así como cualquier otro mérito
que se estime oportuno poner de manifiesto.

5. Plazo de presentación de la documentación.

La documentación prevista en la base anterior habrá de
presentarse dentro del plazo de 15 días naturales siguientes
a la publicación del extracto de la convocatoria en el Boletín
Oficial del Estado.

6. Resolución definitiva.

La Presidencia de la Diputación Provincial de Málaga
resolverá la convocatoria a favor de quien considere más idóneo
para el puesto de trabajo objeto de esta convocatoria en relación
a la naturaleza de sus funciones.

7. Legislación supletoria.

En lo no previsto en las presentes bases será de aplicación,
en lo que proceda, el Real Decreto 1732/1994, de 29 de
julio, sobre provisión de puestos reservados a funcionarios
con habilitación de carácter nacional.

Segundo: Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este orden, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente a la notificación de este acto, todo ello
de conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, y en el artículo
46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 12 de junio de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, del Ins-
tituto Andaluz de Administración Pública, por la que
se aprueba la relación definitiva de aspirantes admi-
tidos y excluidos y se anuncia la fecha, hora y lugar
de celebración del primer ejercicio de las pruebas selec-
tivas, por el sistema de acceso libre, para ingreso en
el Cuerpo de Técnicos de Grado Medio, opción Trabajo
Social (B.2010), correspondiente a la Oferta de Empleo
Público de 2001.

De conformidad con lo establecido en la base 4.3 de
la Orden de 25 de octubre de 2001, de la Consejería de
Justicia y Administración Pública por la que se convocan prue-
bas selectivas para el ingreso en el Cuerpo de Técnicos de
Grado Medio, opción Trabajo Social (BOJA núm. 144, de 15
de diciembre de 2001), por el sistema de acceso libre, este
Instituto, por delegación de la Excma. Sra. Consejera de Justicia
y Administración Pública,

HA RESUELTO

Primero. Aprobar las listas definitivas de aspirantes admi-
tidos y excluidos a las mencionadas pruebas. En el caso de
los aspirantes excluidos, se expresan las causas de exclusión
conforme se indica en el Anexo de esta Resolución.

Segundo. Las listas quedarán expuestas al público en
la sede del Instituto Andaluz de Administración Pública, calle
Muñoz Torrero, s/n, de Sevilla, en la Consejería de Justicia
y Administración Pública, sita en Plaza Nueva, núm. 4, de
Sevilla, y en las sedes de las Delegaciones de Justicia y Admi-
nistración Pública de la Junta de Andalucía en cada una de
las provincias andaluzas, y en la Subdelegación del Gobierno
del Campo de Gibraltar.

Tercero. Se convoca a los aspirantes admitidos para la
realización del primer ejercicio que, de acuerdo con el Tribunal
Calificador de estas pruebas, se celebrará el día 20 de julio
de 2002, a las 10,30 horas, en Sevilla, en la Facultad de
Matemáticas, sita en la Avda. de Reina Mercedes, s/n.

Los opositores deberán acudir al examen provistos nece-
sariamente del DNI u otro documento que acredite de forma
indudable su personalidad (carné de conducir o pasaporte),
así como de bolígrafo.

Cuarto. Contra la presente Resolución, que agota la vía
administrativa, cabe interponer recurso de reposición ante la
Excma. Sra. Consejera de Justicia y Administración Pública,
con carácter potestativo, en el plazo de un mes a contar desde
el día siguiente al de su publicación, de acuerdo con los ar-
tículos 116 y 117 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley
4/99, de 13 de enero, o recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Sevilla, del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de
dos meses desde el día siguiente al de su publicación, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 46 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 12 de junio de 2002.- El Director, Joaquín
Castillo Sempere.

A N E X O

Código Descripción de la causa de exclusión

03 Apellidos y/o nombre no consignado
04 DNI o pasaporte no consignado
05 Fecha de nacimiento no correcta o no consignada
06 No cumple requisito de edad
07 No cumple requisito nacionalidad
10 No cumple requisito de titulación
11 Fecha presentación instancia fuera de plazo
12 Instancia sin firmar
15 Falta compulsa documentación minusvalía
16 Falta certificado de minusvalía
17 Falta revisión certificado minusvalía
18 Pago parcial de la tasa
19 No acredita pago de la tasa
20 Paga fuera de plazo
21 No consta pago de la tasa al IAAP
26 No consta fecha de pago
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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Almería, por la que se hace pública
la relación de solicitantes de ayudas al amparo de la
Orden de 27 de febrero de 2002, por la que se esta-
blecen las normas reguladoras de la concesión de ayu-
das en materia de promoción comercial, cuyas soli-
citudes están incompletas y documentación a aportar.

Examinadas las solicitudes presentadas al amparo de la
Orden que se cita, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Primero. Publicar la relación de peticionarios de ayudas
en materia de promoción comercial cuyas solicitudes están
incompletas, con indicación de la documentación a aportar,
que estará expuesta en los tablones de anuncios de esta Dele-
gación Provincial, sita en la calle Trajano, núm. 13, en Almería.

Segundo. Requerir a los interesados para que, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 71 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en el plazo de diez días, contados a partir del siguiente
al de la publicación de esta Resolución en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, subsanen la falta y/o acompañen
los documentos preceptivos, teniéndoles por desistidos de su
petición si así no lo hicieran.

Almería, 4 de junio de 2002.- El Delegado, Juan Carlos
Usero López.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Almería, por la que se hace pública
la relación de solicitantes de ayudas al amparo de la
Orden de 27 de febrero de 2002, por la que se esta-
blecen las normas reguladoras de la concesión de ayu-
das en materia de modernización y fomento de la arte-
sanía andaluza, cuyas solicitudes están incompletas
y documentación a aportar.

Examinadas las solicitudes presentadas al amparo de la
Orden que se cita, esta Delegación Provincial

R E S U E L V E

Primero. Publicar la relación de peticionarios de ayudas
en materia de modernización y fomento de la artesanía anda-
luza cuyas solicitudes están incompletas, con indicación de
la documentación a aportar, que estará expuesta en los tablo-
nes de anuncios de esta Delegación Provincial, sita en la calle
Trajano, núm. 13, en Almería.

Segundo. Requerir a los interesados para que, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 71 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en el plazo de diez días, contados a partir del siguiente
al de la publicación de esta Resolución en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, subsanen la falta y/o acompañen

los documentos preceptivos, teniéndoles por desistidos de su
petición si así no lo hicieran.

Almería, 4 de junio de 2002.- El Delegado, Juan Carlos
Usero López.

RESOLUCION de 6 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Jaén, por la que se publica la
relación de peticionarios de ayudas para la moderni-
zación y el fomento de la artesanía andaluza corres-
pondientes al ejercicio 2002 cuya solicitud está incom-
pleta y de los documentos que deben aportar, así como
la relación de los que han sido excluidos por no reunir
los requisitos exigidos en la convocatoria.

Resolución de 6 de junio de 2002, de la Delegación Pro-
vincial de la Consejería de Economía y Hacienda en Jaén,
por la que se publica la relación de peticionarios de ayudas
para la modernización y fomento de la artesanía andaluza
correspondientes al ejercicio 2002 cuya solicitud está incom-
pleta y de los documentos que deben aportar, así como la
relación de los que han sido excluidos por no reunir los requi-
sitos exigidos en la convocatoria.

En cumplimiento del art. 6 de la Orden de 27 de febrero
de 2002 (BOJA núm. 29, de 9.3.02) por la que se establecen
las normas reguladoras de ayudas para la modernización y
fomento de la artesanía andaluza, en relación con el art.
59.5.b) de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (Ley
30/92) y del art. 9.2.e) del Decreto 254/01, de 20 de noviem-
bre, por el que se aprueba el Reglamento que regula los pro-
cedimientos para la concesión de subvenciones y ayudas públi-
cas por la Administración de la Junta de Andalucía y sus
Organismos Autónomos y una vez revisadas las solicitudes
presentadas, esta Delegación Provincial

HA RESUELTO

Primero. Anunciar la publicación del listado de peticio-
narios cuya solicitud ha sido excluida con indicación del motivo
de la misma, advirtiéndoles que la presente Resolución pone
fin a la vía administrativa, pudiéndose interponer por los inte-
resados recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo
Contencioso-Administrativo competente del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de su notificación, de conformidad
con lo establecido en los artículos 46.1 de la Ley 29/98,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa, o potestativo recurso de reposición ante este órga-
no en el plazo de un mes, contado desde el día siguiente
al de su notificación, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 117.1 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

Segundo. Anunciar la publicación del listado de peticio-
narios cuya solicitud está incompleta junto con la documen-
tación que deben aportar, concediendo a los interesados un
plazo de 10 días hábiles, a contar desde el siguiente al de
la publicación de esta Resolución, para subsanar la falta o
acompañen los documentos preceptivos que se señalan, previa
resolución que se dictará en los términos del artículo 42.1
de la LRJAP y PAC, Ley 30/92, de 26 de noviembre, y todo
ello en cumplimiento del art. 71 de la antedicha Ley 30/92,
así como el art. 3.1 de la Orden de la convocatoria de 27.2.02.
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Tercero. Tanto el listado de peticionarios con documen-
tación incompleta como el listado de peticionarios cuya soli-
citud ha sido excluida podrá ser consultada en el tablón de
anuncios de esta Delegación, sita en Paseo de la Estación,
19-1.ª planta, de Jaén.

Jaén, 6 de junio de 2002.- El Delegado, Fernando Calahorro
Téllez.

CONSEJERIA DE GOBERNACION

RESOLUCION de 3 de junio de 2002, por la que
se concede una subvención a la Escuela Taurina de
Ronda para financiar parcialmente el Programa de
Entrenamiento con ganado bravo en el campo.

Mediante Orden de esta Consejería de fecha 8 de marzo
de 2000 se aprobaron las normas por las que se establecen
las bases reguladoras de concesión de subvenciones y ayuda
en materia taurina.

Una vez evaluada la solicitud formulada por la Escuela
Taurina de Ronda y cumplidos los requisitos de tramitación
conforme al procedimiento dispuesto por dicha normativa,
mediante Resolución se procede a conceder subvención a la
citada Escuela para la financiación parcial del «Programa de
Entrenamiento con ganado bravo en el campo» en régimen
de clases prácticas.

En su virtud, en uso de las facultades y competencias
que me confieren el art. 44.4 de la Ley 6/1983, de 21 de
julio, del Gobierno y Administración de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, y el art. 104 de la Ley General de Hacienda
Pública, y de conformidad con lo dispuesto en la Ley 14/2001,
de 26 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía para el año 2002, y en la Orden de 8
de marzo de 2000,

D I S P O N G O

Primero. Se concede a la Escuela Taurina de Ronda una
subvención por importe de cuatro mil ochocientos ocho
(4.808) euros para financiación parcial del «Programa de
Entrenamiento con ganado bravo en el campo, en régimen
de clases prácticas», con cargo a la aplicación presupuestaria
01.11.00.01.00.485.00.22C.5.

Segundo. La subvención concedida deberá ser aplicada
a financiación de los gastos de compra de bravura y des-
plazamiento del personal.

El plazo de ejecución de la actividad será hasta el 31
de diciembre de 2002.

Tercero. El importe de la subvención será abonado en
un solo pago por el total asignado y la justificación del mismo
deberá hacerse en un plazo de 3 meses.

Cuarto. La justificación se realizará ante la Consejería de
Gobernación, Dirección General de Espectáculos Públicos,
Juego y Actividades Recreativas, en la forma establecida por
el art. 9 de la Orden de 8 de marzo de 2000, por la que
se establecen las bases reguladoras de concesión de subven-
ciones y ayuda en materia taurina.

Quinto. Las obligaciones del beneficiario de la subvención
concedida por la presente Resolución así como, en su caso,
el reintegro de las cantidades percibidas se regularán por lo
dispuesto en los artículos 10 y 11 de la citada Orden.

Sexto. De la presente Resolución se dará conocimiento
a la Entidad beneficiaria y será publicada en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 3 de junio de 2002

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

RESOLUCION de 3 de junio de 2002, por la que
se concede una subvención al Ayuntamiento de Ecija
para financiar parcialmente la organización y celebra-
ción del III Encuentro Taurino Comarcal de Jóvenes
Valores de la Comarca Taurina de Ecija.

Mediante Orden de esta Consejería de fecha 8 de marzo
de 2000 se aprobaron las normas por las que se establecen
las bases reguladoras de concesión de subvenciones y ayuda
en materia taurina.

Una vez evaluada la solicitud formulada por el Ayunta-
miento de Ecija, y cumplidos los requisitos de tramitación con-
forme al procedimiento dispuesto por dicha normativa, median-
te Resolución se procede a conceder subvención al citado
Ayuntamiento para financiar la compra de erales y gastos de
celebración de un festejo incluido en el programa del III
Encuentro Taurino Comarcal de Jóvenes Valores de la Comarca
Taurina de Ecija.

Todo ello de acuerdo con las disponibilidades presupues-
tarias y atendiendo a los criterios de valoración establecidos
en el artículo 5 de la citada Orden de 8 de marzo de 2000.

En su virtud, en uso de las facultades y competencias
que me confieren el art. 44.4 de la Ley 6/1983, de 21 de
julio, del Gobierno y Administración de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, y el art. 104 de la Ley General de Hacienda
Pública, y de conformidad con lo dispuesto en la Ley 14/2001,
de 26 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía para el año 2002, y en la Orden de 8
de marzo de 2000,

D I S P O N G O

Primero. Se concede al Ayuntamiento de Ecija una sub-
vención por importe de diez mil ochenta euros (10.080) para
financiación parcial de III Encuentro Taurino Comarcal de Jóve-
nes Valores de la Comarca Taurina de Ecija, con cargo a la
aplicación presupuestaria 01.11.00.01.00. 460.02.22C.4.

Segundo. La subvención concedida deberá ser aplicada
para financiar, dentro del proyecto «III Encuentro Taurino
Comarcal de Jóvenes Valores de la Comarca Taurina de Ecija»,
a los gastos de:

- Compra de erales y gastos de celebración de un festejo.

El plazo de ejecución de la actividad será hasta el 31
de diciembre de 2002.

Tercero. El importe de la subvención será abonado en
dos pagos. El primero, por cuantía del 75% del total asignado
y tras la justificación del mismo en un plazo de 3 meses,
se procederá a efectuar un segundo pago por una cuantía
del 25% restante, que será igualmente justificado en los mis-
mos términos que el primero.

Cuarto. La justificación se realizará ante la Consejería de
Gobernación, Dirección General de Espectáculos Públicos,
Juego y Actividades Recreativas, en la forma establecida por
el art. 9 de la Orden de 8 de marzo de 2000, por la que
se establecen las bases reguladoras de concesión de subven-
ciones y ayuda en materia taurina.
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Quinto. Las obligaciones del beneficiario de la subvención
concedida por la presente Resolución así como, en su caso,
el reintegro de las cantidades percibidas se regularán por lo
dispuesto en los artículos 10 y 11 de la citada Orden.

Sexto. De la presente Resolución se dará conocimiento
a la Entidad beneficiaria y será publicada en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 3 de junio de 2002

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por la Consejería de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por don Jesús Fernández Peralta contra
otra dictada por el Delegado del Gobierno de Cádiz
recaída en el Expte. núm. 72/01-BO.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Jesús Fernández Peralta de la Resolución
adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recur-
so administrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo.
Sr. Delegado del Gobierno en Cádiz, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, diecisiete de abril de dos mil dos.

Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 4 de abril de 2001 fue formulada acta
de denuncia contra don Jesús Fernández Peralta por vender
boletos no autorizados.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Cádiz dictó Resolución el 19 de julio de 2001
por la que se le imponía una sanción consistente en multa
de 25.000 pesetas (150,25 E) por infracción a los artícu-
los 6.1 y 7.1 de la Ley del Juego y Apuestas de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, calificada leve en su artículo 30.4.

Tercero. Notificada dicha Resolución, el interesado inter-
pone recurso de alzada en tiempo y forma, en el que alega
incompetencia de la Junta de Andalucía para sancionar.

A estas alegaciones, son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

El Consejero de Gobernación es competente para resolver
los recursos de alzada interpuestos contra las Resoluciones
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley del
Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma (Ley
6/1983, de 21 de julio).

Por Orden de 18 de junio de 2001, y de acuerdo con
lo previsto en el artículo 13 de la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), esta competencia
de resolución de recursos administrativos ha sido delegada
en la Secretaría General Técnica.

I I

Alega el recurrente la incompetencia de la Junta de Anda-
lucía para sancionar, acompañando fotocopias de diversos
escritos de las Comunidades Autónomas de Cantabria, Navarra
y Canarias en ese sentido. En el caso de nuestra Comunidad
Autónoma, nada más claro que la sentencia de la Sala en
Sevilla del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 26
de noviembre de 1999, referida a la misma entidad para la
que vende cupones el recurrente: No hay incompetencia de
la Comunidad Autonómica aunque el cupón OID tenga un
ámbito superior a aquélla, pues una cosa es la competencia
para autorizar el juego y otra el ejercicio de la potestad san-
cionadora que tiene encomendada la Junta de Andalucía con
carácter exclusivo en el apartado B.1.i) del Anexo 1 del R.D.
1710/1984, de 18 de julio, para el control, inspección y,
en su caso, sanción administrativa de las actividades del juego
dentro de su ámbito territorial.

Por cuanto antecede, vistas la Ley 2/86, de 19 de abril,
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, y demás normas de general y especial aplicación, resuel-
vo desestimar el recurso interpuesto, confirmando la Reso-
lución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. (Ley 29/1998,
de 13 de julio). El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
de 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por don Joaquín Lesmes Hinojosa, en repre-
sentación de Ralesto, SL, contra otra dictada por el
Delegado del Gobierno de Córdoba recaída en el expte.
núm. CO-90/2000-MR.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Ralesto, S.L.», de la Resolución adoptada por
el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso adminis-
trativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr. Delegado
del Gobierno en Córdoba, por la presente se procede a hacer
pública la misma, al no haberse podido practicar en su domi-
cilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a dos de abril de dos mil dos.
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Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la
Junta de Andalucía en Córdoba se dictó Resolución en el expe-
diente arriba referenciado.

Segundo. Notificada la misma, se interpuso por el inte-
resado recurso de alzada, al que faltaba la firma del recurrente.

Tercero. El 22 de febrero de 2001 se notificó a la entidad
recurrente la falta de la firma, dándole un plazo de diez días
para subsanar el error.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

El Consejero de Gobernación es competente para resolver
los recursos de alzada interpuestos contra las Resoluciones
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley del
Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma (Ley
6/1983, de 21 de julio).

Por Orden de 18 de junio de 2001, y de acuerdo con
lo previsto en el artículo 13 de la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC), esta competencia
de resolución de recursos administrativos ha sido delegada
en la Secretaría General Técnica.

I I

El artículo 110.1.c) de la LRJAP-PAC establece que en
el recurso deben constar lugar, fecha, firma del recurrente,
identificación del medio y, en su caso, del lugar que se señale
a efectos de notificaciones. Por su parte, su artículo 71.1
dispone que si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos
que señala el artículo anterior y los exigidos, en su caso, por
la legislación específica aplicable, se requerirá al interesado
para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe
los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no
lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa
resolución, que deberá ser dictada en los términos previstos
en el artículo 42.

El escrito para subsanación del defecto se notificó a la
entidad recurrente el 22 de febrero, no habiendo sido cum-
plimentado, por lo que procede el archivo por desistimiento
del recurso interpuesto.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de
general y especial aplicación, resuelvo archivar por desisti-
miento el recurso de alzada interpuesto.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (Ley 29/1998,
de 13 de julio). El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
de 18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por don Juan González Hidalgo, en repre-
sentación de Macoda, SL, contra otra dictada por el
Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo e
Industria en Málaga recaída en el expediente núm.
PC-374/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Macoda, S.L.», de la Resolución adoptada por
el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso adminis-
trativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr. Delegado
de la Consejería de Trabajo e Industria en Málaga, por la
presente se procede a hacer pública la misma, al no haberse
podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a continua-
ción el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 23 de abril de 2002.

Visto el recurso de alzada interpuesto por don Juan Gon-
zález Hidalgo, en nombre y representación de la entidad Maco-
da, S.L., contra la Resolución de 7 de febrero de 2000, del
Delgado Provincial de Trabajo e Industria de la Junta de Anda-
lucía en Málaga, a los oportunos efectos se consignan los
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Por Resolución del Delegado Provincial de Tra-
bajo e Industria de Málaga de fecha 7 de febrero de 2000
se resuelve el expediente sancionador número PC-374/99,
incoado como consecuencia del Acta levantada por los Agentes
de la Policía Local del Ilmo. Ayuntamiento de Estepona a reque-
rimiento de doña Ana Arantzazu González Vázquez, en la que
se puso de manifiesto la inexistencia en dicho establecimiento
del libro de hojas de quejas y reclamaciones, y en su virtud
se impone a “Macoda S.L.” “la sanción económica de setenta
mil pesetas (70.000 ptas.) como responsable de los hechos
imputados y que han quedado probados en el presente
expediente”.

Consta en la propuesta de resolución del expediente ins-
truido que el artículo 2 del Decreto 171/89, de 11 de julio
(BOJA de 3.8) “establece la obligación de que todos los esta-
blecimientos o centros que comercialicen bienes o productos
o presten servicios en Andalucía tengan a disposición de los
consumidores y usuarios que lo soliciten un libro de Hojas
de quejas y reclamaciones”. A la vista de los hechos expuestos,
recoge y concluye la Resolución recurrida que el sancionado
es autor de una infracción “prevista y calificada de falta leve
sancionable en los artículos 34, apartados 6 y 9 (este último
convertido en el apartado 10 por la Ley 7/98), y 35 de la
Ley 26/1984, de 19 de julio, (BOE de 24.7), General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios, modificada por la
Ley 7/98, de 13 de abril (BOE de 14.4), y artículos 3.3.6
y 6.4 del R.D. 1945/83, de 22 de junio (BOE de 15.7), y
ello en relación a lo dispuesto en el artículo 2.º del Decreto
171/89. de 11 de julio (BOJA de 3.8)” -artículo 89.5,
LRJ-PAC-.

Segundo. La Resolución citada fue notificada al recurrente
mediante carta con acuse de recibo, siendo recepcionada el
15 de febrero de 2000.
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Tercero. Contra la misma se interpone, el 23 de marzo
de 2000 (Fax de Registro de Entrada en la Consejería de
Trabajo e Industria, núm. 107), por don Juan González Hidal-
go, recurso de alzada en el que manifiesta su disconformidad
con la Resolución dictada por la Administración. Funda su
reclamación de la forma que sigue:

Primera. Se ha conculcado la legalidad vigente produ-
ciéndole indefensión. Alega al respecto la falta de contestación
a las alegaciones formuladas a la propuesta de resolución -la
Administración le contesta con un modelo marco “... aceptando
los hechos y fundamentos de derecho contenidos en la pro-
puesta de resolución formulada..., toda vez que las alegaciones
presentadas a la misma no desvirtúan la naturaleza infractora
de los hechos imputados ni alteran su calificación jurídica...”y
la infracción del primer párrafo del artículo 19 del Real Decreto
1398/93, de 4 de agosto -no se aporta a la notificación de
la propuesta de resolución la relación de los documentos obran-
tes al expediente.

Segundo. Que no le es de aplicación el artículo 2 del
Decreto 171/89, de 11 de julio. Alega para ello que se trata
“de una entidad societaria bien distinta de aquellos estable-
cimientos mercantiles para los que está pensado el citado
precepto”, por lo que nunca hubiesen sospechado que tenían
obligación de tener Hojas de reclamaciones en los locales de
su tipo.

Tercero. Que la cantidad impuesta es desproporcionada,
teniendo en cuenta los hechos y circunstancias que la rodean
-se remite a las alegaciones ya realizadas y a que actualmente
disponen del Libro de reclamaciones pese a que consideran
que no tienen obligación de tenerlo.

En virtud de lo expuesto, solicita que se acuerde por la
Administración el archivo del expediente sancionador y, sub-
sidiariamente, que se le rebaje el importe de la multa a 25.000
ptas.

Cuarto. En el dictado de la presente disposición se han
observado todas las prescripciones legales, salvo el plazo para
su dictado debido al trabajo que pende de este órgano.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Es competente esta Consejería de Gobernación
en el ejercicio de las competencias que le vienen atribuidas
en materia de consumo -antes correspondían a la Consejería
de Trabajo e Industria- para conocer y resolver los recursos
de alzada que se interpongan contra las Resoluciones dictadas
por los Delegados del Gobierno. Así resulta de lo dispuesto
en el artículo 114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y del artículo 39.8 de
la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en relación con
el Decreto del Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre rees-
tructuración de Consejerías, con el Decreto 138/2000, de 16
de mayo, por el que se aprueba la Estructura Orgánica de
la Consejería de Gobernación, modificado por Decreto
373/2000, de 16 de mayo, y con la Orden de 18 de junio
de 2001, por la que se delegan competencias en diversas
materias en distintos órganos de la Consejería (BOJA núm.
79, de 12 de julio de 2001).

Segundo. El artículo 114.1 de la Ley 30/92, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, establece que
“Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 107.1,
cuando no pongan fin a la vía administrativa, podrán ser
recurridos en alzada ante el órgano superior que los dictó”.

Por otro lado, el artículo 115.1, primer párrafo, de la
Ley citada establece que “El plazo para la interposición del
recurso de alzada será de un mes si el acto fuera expreso”.

Tercero. Consta acreditado en el expediente que la Reso-
lución recurrida fue notificada al representante de Maco-
da, S.L., el 15 de febrero de 2000 -fecha que figura en el
acuse de recibo-, y que como figura en el pie de recurso
de la misma se podrá interponer recurso de alzada “en el
plazo de un mes, a contar desde el día siguiente al de su
notificación”.

El recurso interpuesto tuvo entrada, vía Fax de la Dele-
gación Provincial de Málaga (Servicio de Consumo) de la Con-
sejería de Trabajo e Industria de la Junta de Andalucía, el
22 de marzo de 2000 -fecha que figura estampada en el
sello de Registro de entrada-, siendo, por ello, patente y notorio
que se ha sobrepasado el plazo de un mes establecido para
recurrir en alzada, la sanción impuesta por la Resolución
impugnada -apartado b) del punto primero del Informe de
18 de agosto de 2000 del Delegado Provincial de Málaga.

Cuarto. En virtud de lo expuesto en los fundamentos ante-
riores y a la vista del informe emitido -art. 89.5, LRJ-PAC-,
de la normativa citada y de los documentos que obran en
el expediente, se dicta al amparo del artículo 113 de la
LRJ-PAC la presente disposición por la que se declara que
procede la inadmisión del recurso de alzada formulado al
haberse sobrepasado el plazo legalmente establecido al efecto,
procediéndose a su archivo sin más trámite.

Por lo expuesto y vistas la Ley 26/1984, de 19 de julio,
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios; el
R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia del consumidor; la Ley
5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en
Andalucía; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y demás disposiciones concordantes
de especial y general aplicación,

D I S P O N G O

Que procede declarar la inadmisión del recurso de alzada
presentado por don Juan González Hidalgo, en nombre y repre-
sentación de Macoda, S.L., al haberse presentado fuera del
plazo, de un mes, legalmente establecido para la interposición;
por lo que no procede entrar a conocer de la pretensión con-
tenida en el mismo.

Contra la presente disposición, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por don Angel Rodríguez García contra otra
dictada por el Delegado del Gobierno de Cádiz recaída
en el Expte. núm. 3/01-BO.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
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las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Angel Rodríguez García de la Resolución
adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recur-
so administrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo.
Sr. Delegado del Gobierno en Cádiz, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a dos de abril de dos mil dos.

Visto el recurso de alzada interpuesto y con base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El procedimiento sancionador núm. 3/01-BO,
tramitado en instancia, se fundamenta en el acta levantada
por miembros de la Unidad del Cuerpo Nacional de Policía,
adscrita a la Comunidad Autónoma de Andalucía, por com-
probación de los agentes, el día 19 de diciembre de 2000,
de la tenencia y venta de 48 boletos de los denominados
OID, no habiendo sido homologados los mismos por el órgano
competente de la Junta de Andalucía. Dichos cupones sirven
de soporte material para la práctica de un juego, carente de
la correspondiente autorización administrativa, y, por tanto,
existiendo una supuesta infracción a la vigente normativa en
materia de Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada Resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, por la que se
imponía a la expedientada la sanción consistente en una multa
de 5.000 ptas. (30,05 E) como responsable de una infracción
a lo establecido en los artículos 6.1 y 7.1 de la Ley 2/86,
de 19 de abril, que regula el Juego y Apuestas en la Comunidad
Autónoma de Andalucía, tipificada como falta leve en el artícu-
lo 30.4 de la citada Ley.

Tercero. Notificada oportunamente la resolución sancio-
nadora, el interesado interpone recurso de alzada, cuyas argu-
mentaciones se dan por reproducidas, al constar en el corres-
pondiente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, resulta competente para la resolución del
presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación. La
Orden de 18 de junio de 2001 delega la competencia para
la resolución de los recursos administrativos en el Ilmo. Sr.
Secretario General Técnico de la Consejería de Gobernación
de la Junta de Andalucía.

I I

En cuanto al fondo del recurso, debemos expresar que
los planteamientos que establece en su recurso deben ser
desestimados en su conjunto, ya que con su conducta o com-
portamiento se determina que se dedicaba a la venta de unos
boletos que no se encontraban debidamente autorizados y,
consecuentemente, homologados por los órganos de la Junta

de Andalucía. Así, el artículo 4 de la Ley 2/86 señala qué
tipo de juego requerirá autorización administrativa previa, esta-
bleciendo claramente en el apartado d) el juego de boletos,
refiriéndose en particular el artículo 7 de la Ley 2/86, que
“La realización de todas las actividades necesarias para la
práctica de los juegos permitidos a que se refiere esta Ley
requerirá la correspondiente autorización administrativa”.

Asimismo, el artículo 6.1 de la Ley 2/86 señala que:
“La práctica de los juegos y apuestas a los que se refiere
la presente Ley sólo podrá efectuarse con el material ajustado
a los modelos homologados, que tendrá la consideración de
material de comercio restringido”.

Alega el recurrente la incompetencia de la Junta de Anda-
lucía para sancionar. En el caso de nuestra Comunidad Autó-
noma, nada más claro que la sentencia de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo en Sevilla del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía de 26 de noviembre de 1999, referida a
la misma entidad para la que vende cupones el recurrente,
que señala que “No hay incompetencia de la Comunidad Auto-
nómica aunque el cupón OID tenga un ámbito superior a aqué-
lla, pues una cosa es la competencia para autorizar el juego
y otra el ejercicio de la potestad sancionadora que tiene enco-
mendada la Junta de Andalucía con carácter exclusivo en el
apartado B.1.i) del Anexo 1 del R.D. 1710/1984, de 18 de
julio, para el control, inspección y, en su caso, sanción admi-
nistrativa de las actividades del juego dentro de su ámbito
territorial”.

I I I

No es ésta la primera vez que en la Comunidad Autónoma
de Andalucía se realiza un juego de boletos conectado con
el de la ONCE, existiendo precedentes como los de PRODIECU,
FAMA, etc., en los que la Junta de Andalucía ha ejercido
su competencia sancionadora. Ello hace que sean numerosas
las sentencias de la Sala de lo Contencioso-Administrativo en
Sevilla del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, como
las de 13 y 20 de noviembre de 1991, 4 de junio de 1992,
25 de mayo, 19 y 20 de julio y 5 de octubre de 1993 ó 25
de mayo de 1995, que califican la actividad de venta de cupo-
nes como infracción leve. En cuanto a la cuantía de la sanción,
la de 25 de mayo de 1993, tras entender ilegal y sancionable
el juego practicado, decía en su fundamento jurídico quinto:

“El principio de proporcionalidad exigible en las sanciones
administrativas como consecuencia de la aplicación de los
principios inspiradores del Derecho Penal, y la exigencia legal
de que la multa se imponga apreciando las circunstancias
concurrentes y la intensidad de la emisión, aconsejan la esti-
mación parcial del recurso y la imposición de multa de cin-
cuenta mil pesetas”.

Por tanto, la sanción de 30,05 E, equivalente a 5.000
ptas., es correcta de acuerdo con el principio de propor-
cionalidad.

Por cuanto antecede, vistos la Ley 2/86, de 19 de abril,
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía; el Reglamento de máquinas recreativas y de azar, apro-
bado por Decreto 491/96, de 19 de noviembre, y demás nor-
mas de general y especial aplicación, resuelvo desestimar el
recurso interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (Ley 29/1998,
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de 13 de julio). El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
de 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por Francisco Baena García, en represen-
tación de Versus y Compañía, SC, contra otra dictada
por el Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo
e Industria en Granada, recaída en el expediente
núm. 192/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Versus y Compañía, S.C.» de la resolución adop-
tada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso
administrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr.
Delegado de la Consejería de Trabajo e Industria en Granada,
por la presente se procede a hacer pública la misma, al no
haberse podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a
continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Francisco
Baena García, en nombre y representación de la mercantil
“Versus y Compañía, S.C.”, contra Resolución de la Delegación
Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en Granada,
de fecha 24 de marzo de 2000, recaída en expediente 192/99.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Como consecuencia de visita efectuada por los
Servicios de Inspección de Consumo, se levantó acta
núm. 591/99, de fecha 19 de febrero, al establecimiento “Ver-
sus”, incoándose expediente sancionador y dictándose reso-
lución en base a los siguientes hechos constatados:

1. Presenta cartel anunciando los precios de las consu-
miciones, si bien en el momento de la visita se encuentra
descolgado debiéndose requerir la presencia de un empleado
para consultarlo.

2. No exhibe cartel informativo de que dispone de Hojas
de Reclamaciones.

Segundo. Los expresados hechos fueron considerados
como constitutivos de infracción administrativa en materia de
consumo tipificada en los artículos 3.3.4 y 3.3.6 del
R.D. 1945/83, de 22 de junio, en relación con el 4 del Decre-
to 171/89, de 11 de julio, y con el art. 4.4 del Decreto 198/87,
de 26 de agosto, que aprueba las medidas en defensa de
los Consumidores y Usuarios para establecimientos de res-
tauración y similares, considerándose responsable de dicha
infracción a la parte recurrente, imponiéndosele, de acuerdo
con la calificación de leve, la sanción económica de trescientos
euros con cincuenta céntimos/300,50 euros/50.000 ptas.

Tercero. Contra dicha resolución se interpuso recurso de
alzada en el que la parte recurrente, en síntesis, alega:

- Sanción excesiva por cuanto en el centro de trabajo
ya existía cartel anunciador de los precios que se cobran por
las consumiciones, como así lo afirma la propia resolución
recibida, así como también existe el cartel anunciador de la
existencia de las hojas de reclamaciones. Lo que ocurre es
que el Inspector actuante no lo vio.

- Nulidad del expediente o reducción de la sanción al
ser muy elevada para el daño cometido.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Excmo. Sr. Consejero, para conocer y resol-
ver el presente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artícu-
los 114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de
julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El plazo para la interposición del recurso de
alzada es de un mes, según establece el artículo 115 de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre, según redacción dada por
la Ley 4/99, de 13 de enero, efectuándose el cómputo con-
forme se recoge en el artículo 48, apartados 2 y 3 de la
misma Ley (Instrucción 6/99, de 22 de julio).

La resolución recurrida se notificó a la interesada con
fecha 28.4.00, según consta en copia del acuse de recibo
obrante en el expediente, presentándose el escrito de recurso
el día 1.6.00 en el Registro de la Delegación Provincial de
Trabajo e Industria. Por consiguiente, puede comprobarse que
dicho plazo ha sido rebasado en este caso, por lo que el recurso
es extemporáneo y debe declararse su inadmisión por tal moti-
vo, lo que impide a entrar a conocer el fondo del asunto.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general apli-
cación, esta Secretaría General Técnica,

R E S U E L V E

Inadmitir a trámite el recurso de alzada interpuesto por
don Francisco Baena García, en nombre y representación de
la mercantil “Versus y Compañía, S.C.”, contra Resolución
de la Delegación Provincial de la Consejería de Trabajo e Indus-
tria en Granada, de fecha referenciada, por haberse presentado
fuera de plazo, confirmando la misma en todos sus términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 8 de mayo de 2002. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.
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RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por doña María Angeles Correa Ulloa, en
representación de Modas Irfa, SL, contra otra dictada
por el Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo
e Industria en Sevilla, recaída en el expediente
núm. 33/00 IR.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Modas Irfa, S.L.», de la resolución adoptada
por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso admi-
nistrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr. Delegado
de la Consejería de Trabajo e Industria en Sevilla, por la pre-
sente se procede a hacer pública la misma, al no haberse
podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a continua-
ción el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por doña M.ª Ange-
les Correa Ulloa, actuando en nombre y representación de
Modas Irfa, S.L., contra la Resolución de la Delegación Pro-
vincial de la Consejería de Trabajo e Industria de Sevilla de
fecha 26 de abril de 2000, recaída en el expediente san-
cionador 33/00 IR, instruido por infracción en materia de pro-
tección al consumidor, resultan los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La Delegada Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria de Sevilla dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a Modas Irfa, S.L., una sanción de
cuatrocientos cincuenta euros con setenta y seis céntimos
(450,76 euros), es decir, setenta y cinco mil pesetas (75.000
ptas.) como responsable de infracción administrativa calificada
de leve de conformidad con los artículos 6 del Real Decre-
to 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las infrac-
ciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria, y 36 de la Ley 26/1984,
de 19 de julio, General de Defensa de los Consumidores y
Usuarios, y tipificada en el artículo 3.3.6 del R.D. 1945/83,
de 22 de junio citado, en relación con los preceptos contenidos
en los artículos 2 y 4 del Decreto 171/1989, de 11 de julio
(BOJA núm. 63, de 3 de agosto de 1989), por los siguientes
hechos: “El 8 de octubre de 1999 se gira visita de inspección
a la tienda Modas KARI,N, sito en la calle Las Hilanderas,
núm. 17, esquina C/ Córdoba, en relación con la denuncia
núm. 1992/98, de 17 de septiembre de 1998, formulada
por una consumidora contra esta empresa, por carecer de
hojas de reclamaciones, manifestando que en ese momento
no lo tiene en este establecimiento y se comprueba que no
exhibe el cartel anunciador del libro de hojas de quejas/re-
clamaciones a disposición del consumidor”.

Dicha resolución fue debidamente notificada al interesado
el 19 de mayo de 2000, según aviso de recibo del Servicio
de Correos obrante en el expediente.

Segundo. Contra la anterior Resolución, el interesado
interpone escrito al que ha de darse la forma de recurso de
alzada, que es de contenido idéntico al presentado en la fase
anterior. En síntesis, alega:

- Realmente sí existían tanto el cartel anunciador de la
existencia del libro de hojas de reclamaciones, así como las
hojas de reclamaciones, no estando a la vista en el momento
de la inspección por arreglos del local.

- Desproporcionalidad de la sanción.

A los anteriores hechos, les son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El recurrente está legitimado para la interpo-
sición del presente recurso, conforme a lo dispuesto en el
artículo 32 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

Tercero. Notificada la Resolución recurrida al interesado
con fecha 19 de mayo de 2000, venciendo el plazo el 19
de junio de 2000, día hábil, interpone recurso de alzada con
sello de entrada en Registro de la Delegación de 20 de junio
de 2000, por tanto, fuera del plazo de un mes establecido
para la interposición del recurso de alzada en el artículo 115
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, en su redacción dada
conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero. Este criterio es
el seguido por constante Jurisprudencia, mencionándose a
título de ejemplo la reciente Sentencia de 29 de mayo de
2000 del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

Con ello no se pretende limitar el derecho del administrado
a la tutela efectiva y precisa, ya que este derecho, tal y como
regula el art. 24 de la Constitución Española, deberá efectuarse
en la forma y con los efectos que determina la Ley, no pro-
duciéndose en ningún caso indefensión para el interesado.

Teniendo en cuenta el carácter extemporáneo del recurso
presentado, no se entra a conocer del fondo del asunto.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria; el Decreto 171/1989,
de 11 de julio, por el que se regulan las hojas de quejas
y reclamaciones de los consumidores y usuarios en Andalucía;
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común; el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto,
Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad
Sancionadora, y demás disposiciones concordantes y de gene-
ral aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

No admitir a trámite, por extemporáneo, el recurso de
alzada interpuesto por doña M.ª Angeles Correa Ulloa, actuan-
do en nombre y representación de Modas Irfa, S.L., contra
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la Resolución de la Delegación Provincial de la Consejería
de Trabajo e Industria de Sevilla, de fecha 26 de abril de
2000, recaída en el expediente sancionador 33/00 IR, ins-
truido por infracción en materia de protección al consumidor,
confirmando la resolución recurrida en todos sus términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 22 de abril de 2002. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la Reso-
lución adoptada por el Consejero de Gobernación al
recurso de alzada interpuesto por don Carmelo Vizuete
Vitorio, en representación de Vulcanizados Los Colegas,
SL, contra otra dictada por el Delegado Provincial de
la Consejería de Trabajo e Industria de Granada, recaí-
da en expediente núm. 737/97.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Vulcanizados Los Colegas, S.L.», de la Reso-
lución adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación
al recurso administrativo interpuesto contra la dictada por el
Ilmo. Sr. Delegado de la Consejería de Trabajo e Industria
en Granada, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Carmelo
Vizuete Vitorio, en nombre y representación de la mercantil
“Vulcanizados Los Colegas, S.L.” contra Resolución de la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en
Granada, de fecha 28 de septiembre de 1998, recaída en
expediente 737/97.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. A raíz de visita inspectora girada por los Servicios
de Consumo de la Delegación Provincial con fecha 9.5.1997
(Acta núm. 01148/97) al establecimiento “Ricardo Fernández
García (Guadix)”, se constata que se encuentran dispuestas
para su venta zapatillas de caballero: “De Caramelo”, Vul-
canizados los Colegas, modelo 6.500, que carecen del pre-
ceptivo etiquetado. Comprobándose que el calzado sólo hace
referencia de su composición en el cartonaje del envase y
con textos anteriores al R.D. 1718/95.

Requerida factura de compra en origen presenta la
núm. 16, de fecha 1.4.97, expedida por Vulcanizados los
Colegas, S.L., Ctra. Matota, km 3,800 de Elche (Alicante).

Segundo. Los expresados hechos fueron considerados
como constitutivos de infracción administrativa en materia de
consumo prevista en el artículo 3.3.4 del R.D. 1945/83, de
22 de junio, en relación con los artículos 4 y 5 del
R.D. 1718/95, de 27 de octubre, considerándose responsable
de dicha infracción a la parte recurrente e imponiéndosele,
de acuerdo con la calificación de leve, una sanción de tres-
cientos euros con cincuenta céntimos/300,50 euros/50.000
ptas.

Tercero. A pesar de no quedar constancia en la docu-
mentación obrante de la copia del acuse de recibo de noti-
ficación de la resolución final al interesado, puede considerarse
interpuesto el recurso en plazo sobre la base de que el mismo
tiene fecha de giro nacional urgente el 4.11.98, y la Resolución
recurrida tuvo salida el día 8.10.98. En síntesis, la parte
recurrente alega:

- Reiteración de las alegaciones ya presentadas en los
trámites anteriores.

- Es ilógico no poner las etiquetas por las que se le ha
sancionado, ya que cuestan 0,20 ptas. el par, con lo cual
el coste de las mismas resulta muy reducido.

- Al probarse las zapatillas, las etiquetas que nos ocupan
se caen.

- De la fábrica a la que represento no ha salido ningún
par de zapatillas sin etiquetas, con lo cual no es prueba sufi-
ciente para sancionar a esta empresa el encontrar zapatillas
fuera de este establecimiento sin etiquetas, ya que una vez
que salen de él pueden ser manipuladas.

- No sabe el motivo por el que las zapatillas fabricadas
por la empresa a la que representa no tenían etiquetas, pero
lo que sí les puede asegurar es que se está sancionando a
una empresa inocente, mediante unas pruebas que no per-
miten saber si tenían o no etiquetas al salir de la empresa
que las ha fabricado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Ilmo. Sr. Consejero para conocer y resolver
el presente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artícu-
los 114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de
julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Entraremos primero a discernir si la caducidad
debe apreciarse en el presente expediente por cuanto, si esto
fuere así, no procedería entrar en el fondo del asunto.

La norma básica en materia de caducidad de expedientes
iniciados de oficio, dentro de los que se encuentran todos
los procedimientos sancionadores, viene dada por el art. 43.4
de la LRJAP-PAC, el cual establece un plazo de caducidad
que opera de forma automática una vez transcurra un término
adicional de treinta días naturales que en la misma norma
se dispone, el cual se inicia a contar desde el momento en
que termine el plazo en que la resolución debió de ser dictada.

Dicho plazo viene establecido ciertamente en el REPS
en seis meses para el procedimiento ordinario y un mes para
el abreviado (artículos 20.6 y 24.4), al cual se adiciona un
plazo específico bimensual por razón de inactividad en la ini-
ciación del expediente (art. 6.2). Sin embargo, en el
R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
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infracciones y sanciones en materia de defensa del Consumidor
y de la Producción Agroalimentaria (norma que según SSTS,
Sala 3.ª, de 19.2.88 y 31.10.91, siguiendo el criterio man-
tenido por el Pleno del Tribunal Constitucional en su STC
29/1989, de 6 de febrero, ha sido elevada a la categoría
de Ley por la Disposición Final Segunda de la Ley 26/84,
de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores
y Usuarios), se establece un régimen específico de la caducidad
diverso al del REPS, toda vez que se regula un plazo de cadu-
cidad semestral que se inicia desde el momento de la infrac-
ción, una vez finalizadas en su caso las correspondientes dili-
gencias de esclarecimiento de hechos, y en su caso practicadas
las oportunas pruebas y analíticas (art. 18.2) y se hace un
amplio bagaje de modalidades de caducidades intraprocesales
en el párrafo tercero de dicho precepto, según el cual: “Iniciado
el procedimiento sancionador previsto en los artículos 133
a 137 de la Ley de Procedimiento Administrativo y trans-
curridos seis meses desde la notificación al interesado de cada
uno de los trámites previstos en dicha Ley, sin que se impulse
el trámite siguiente, se producirá la caducidad del mismo,
con archivo de las actuaciones, salvo en el caso de la reso-
lución, en que podrá transcurrir un año desde que se notificó
la propuesta”.

Conforme al Decreto de la Junta de Andalucía 139/93,
de 7 de septiembre, sobre adecuación de procedimientos admi-
nistrativos de aplicación en el ámbito de la Consejería, dictado
al amparo de lo prevenido en la Disposición Adicional Tercera
de la LRJAP-PAC, se establece en el párrafo segundo de su
artículo Unico que: “Cuando se trate de procedimientos rela-
cionados en el Anexo II de este Decreto iniciados de oficio
y no susceptibles de producir efectos favorables para el inte-
resado, se entenderán caducados a solicitud de aquél o de
oficio, en el plazo de treinta días desde el vencimiento del
plazo establecido para resolver cada uno de ellos...”. Pues
bien, en el ordinal 9 del referido Anexo, y bajo el epígrafe
“expedientes sancionadores en materia Agro-Alimentaria”, se
cita en el casillero correspondiente a la “normativa de refe-
rencia” precisamente al R.D. 1945/83, disponiéndose un plazo
máximo de resolución de un año, y como efecto por el trans-
curso de dicho plazo el de la caducidad del expediente.

Si tenemos en cuenta que el Acuerdo de Iniciación data
de fecha 17.10.1997, y que la resolución final del expediente
se notificó al interesado en el mes de octubre de 1998, se
observa que el plazo de un año y treinta días establecido
en el Decreto 139/93 no ha transcurrido, por lo que la cadu-
cidad del procedimiento en este sentido no ha llegado a pro-
ducirse. Sin embargo, entre la fecha de notificación del Acuerdo
(27 de octubre de 1997) y la de la Propuesta de Resolución
(4 de junio de 1998) se observa el transcurso del plazo reco-
gido en el Real Decreto, artículo 18.3. En este sentido existe
reiterada jurisprudencia respecto de la caducidad sobrevenida
por el transcurso de más de seis meses conforme al referido
precepto. Así, en la Sentencia del Juzgado de lo Contencio-
so-Administrativo núm. Cinco de Sevilla, de fecha 22 de mayo
de 2000 (recurso contencioso-administrativo 357/99), se
recoge cómo el Tribunal Supremo viene aplicando sin reserva
alguna el régimen de prescripción y caducidad establecido
en el Real Decreto 1945/83 (SS. 2.3.87, que fue la primera
de la serie, por todas), pronunciándose en el mismo sentido
el Tribunal Constitucional en su Sentencia 29/89, de 6 de
febrero, al establecer que del artículo 25.1 de la Constitución
no se deriva inequívocamente una reserva de ley para la regu-
lación del plazo de prescripción de las sanciones adminis-
trativas, limitándose en todo caso a refundir normas contenidas
en disposiciones reglamentarias anteriores a la Constitución.
En todo caso parece que la cobertura legal de dicho Real
Decreto debe entenderse que se la proporciona la Ley 26/84,
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

En el mismo sentido se expresa la Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia de Aragón de 3 de diciembre de 1997,
número 772/1997 (Sala de lo Contencioso-Administrativo,

Sección 2.ª) al establecer en su Fundamento de Derecho Cuar-
to que “... en el art. 18.3 del Real Decreto 1945/83, de 22
de junio, que es el ámbito regulador del procedimiento espe-
cífico en materia de inspección y vigilancia de actividades
alimentarias... En su virtud, la caducidad del expediente ope-
rará en los supuestos en los que, una vez iniciado aquél,
transcurre un plazo de seis meses desde la notificación, sin
que haya sido impulsado el trámite siguiente, salvo en los
supuestos en que se dicte resolución, en cuyo caso el plazo
se amplía a un año desde la notificación de la propuesta”.

En el mismo tenor, respecto de la aplicación del régimen
de caducidades en materia de Consumo, expedientes san-
cionadores, se expresa el Tribunal Supremo, Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo, en Sentencias de fecha 2 de junio
de 1998 y 5 de octubre de 1998.

Tercero. En base a lo expuesto no procede entrar en el
fondo del asunto, teniendo en cuenta que al apreciarse la
caducidad del expediente no ha lugar a ello.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general
aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Estimar el recurso de alzada interpuesto por don Carmelo
Vizuete Vitorio en nombre y representación de la mercantil
“Vulcanizados Los Colegas, S.L.”, contra Resolución de la Dele-
gación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en
Granada, de fecha referenciada, revocando la misma en todos
sus términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 1 de abril de 2002. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por don Jorge Mariner Rande, en repre-
sentación de Mariner, SA, contra otra dictada por el
Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo e
Industria en Huelva, recaída en el expediente
núm. H-71/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Mariner, S.A.», de la resolución adoptada por
el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso adminis-
trativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr. Delegado
de la Consejería de Trabajo e Industria en Huelva, por la pre-
sente se procede a hacer pública la misma, al no haberse
podido practicar en su domicilio reproduciéndose a continua-
ción el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
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pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Jorge Mari-
ner Rande, en nombre y representación de la entidad “Mariner,
S.A.”, contra Resolución de la Delegación Provincial de la Con-
sejería de Trabajo e Industria en Huelva, de fecha 1 de marzo
de 2000, recaída en expediente núm. 71/99,

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria en Huelva dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a la citada entidad una sanción de
setenta y cinco mil pesetas (75.000 ptas.) o cuatrocientos
cincuenta euros con setenta y cinco céntimos (450,75 E),
de conformidad con los antecedentes de hecho y fundamentos
de derecho contenidos en la misma, a la que nos remitimos
íntegramente.

Segundo. Contra la anterior Resolución, la interesada
interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en el que,
en síntesis, alega:

- Del examen de la etiqueta se deduce la inexistencia
de infracción alguna.

- La libertad de formas en la cumplimentación de los
requisitos del etiquetado informativo al amparo del de los
arts. 6.1, 7.1, 2 y 7 del Real Decreto 1468/1988, de 2 de
diciembre, impide considerar los hechos como una infracción.

- Errónea interpretación de los arts. 6.1 y 7 del Real
Decreto 1468/1988, así como 13 de la Ley de los Consu-
midores, y 7.2 del Real Decreto antes citado.

- Falta de tipicidad de los hechos.
- Ausencia de culpabilidad.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El asunto se circunscribe básicamente a deter-
minar si el tipo legal aplicado, los arts. 6.1, 7.2 y 7.7 del
Real Decreto 1468/1988, de 2 de diciembre, se ha infringido
o no por la entidad, habida cuenta de que el hecho sancionado
consiste en la disposición para la venta de un mueble librero
(Ref. 2797.pvp 173360-MARINER en el establecimiento visi-
tado, que lleva dos etiquetas, una del establecimiento y otra
del fabricante, en la de ésta se constató que no constaba
la “composición” del librero.

El art. 7.2 del Real Decreto 1468/1988, de 2 de diciem-
bre, en cuanto a la composición, dispone que “Este dato debe
hacerse figurar en la etiqueta cuando la aptitud para el con-
sumo o utilización del producto dependa de los materiales
empleados en su fabricación, o bien sea una característica
de su pureza, riqueza, calidad, eficacia o seguridad”.

El acta de inspección recoge que el producto en cuestión
en la etiqueta carecía de ese dato de la composición; la apli-
cación del hecho al tipo legal se hace inexcusable y evidente.

La aplicación de la potestad sancionadora exige, sobre
la base del principio de tipicidad, que a un hecho se impute,
con concreción, un precepto, en el presente caso queda sal-
vaguardado el citado principio.

Tercero. En el derecho administrativo sancionador rige
el principio de culpabilidad, recogido como uno de los ins-
piradores de la potestad sancionadora por el artículo 130.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, si bien hay que matizar respecto a dicha
afirmación que para responder de las infracciones adminis-
trativas basta que las personas que sean responsables de las
mismas lo sean aun a título de simple inobservancia (además
de por dolo, culpa o negligencia): “Sólo podrán ser sancionados
por hechos constitutivos de infracción administrativa las per-
sonas físicas y jurídicas que resulten responsables de los mis-
mos aun a título de simple inobservancia”.

Cuarto. Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios; la
Ley 5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios
en Andalucía; el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que
se regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agro-alimentaria; la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, y demás disposiciones concordantes y de gene-
ral aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Jorge
Mariner Rande, en nombre y representación de la entidad
“Mariner, S.A.”, contra Resolución de la Delegación Provincial
de la Consejería de Trabajo e Industria en Huelva, de fecha
referenciada, confirmando la misma en todos sus términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 11 de marzo de 2002. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la reso-
lución adoptada por el Consejero de Gobernación al
recurso de alzada interpuesto por doña Rosalía Bona-
chera Villegas, en representación de Alarcón y Nep-
tuno, SL, contra otra dictada por el Delegado Provincial
de la Consejería de Trabajo e Industria en Almería,
recaída en el expediente núm. 24/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Alarcón y Neptuno, S.L.», de la resolución adop-
tada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recurso
administrativo interpuesto contra la dictada por el Ilmo. Sr.
Delegado de la Consejería de Trabajo e Industria en Almería,
por la presente se procede a hacer pública la misma, al no
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haberse podido practicar en su domicilio reproduciéndose a
continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por doña Rosalía
Bonachera Villegas, en nombre y representación de la mercantil
“Alarcón y Neptuno, S.L.”, contra Resolución de la Delegación
Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en Almería,
de fecha 10 de febrero de 2000, recaída en expediente
núm. 24/99,

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria en Almería dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a la citada entidad una sanción de
quinientas mil pesetas (500.000 ptas.) o tres mil cinco euros
con seis céntimos (3005,06 E), de conformidad con los ante-
cedentes de hecho y fundamentos de derecho contenidos en
la misma, a la que nos remitimos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior Resolución, la interesada
interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en el que,
en síntesis, alega, lo que a su derecho convino.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Se considera necesario el análisis acerca de
la caducidad del expediente. En el artículo 18 del
R.D. 1945/1983, por el se regulan las infracciones y sanciones
en materia de defensa del consumidor y de producción agro-
alimentaria, se contemplan dos tipos de caducidad que se
corresponden a las previstas en los apartados 2 y 3 del citado
artículo. Este último dispone: “Iniciado el procedimiento pre-
visto en los artículos 133 a 137 de la Ley de Procedimiento
Administrativo (debe entenderse actualmente la referencia
hecha a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre), y transcurrido
seis meses desde la notificación al interesado de cada uno
de los trámites previstos en dicha Ley, sin que se impulse
el trámite siguiente, se producirá la caducidad del mismo,
con archivo de las actuaciones, salvo en el caso de la reso-
lución, en que podrá transcurrir un año desde que se notificó
la propuesta.”

Teniéndose en cuenta que el objetivo de la caducidad
no es otro que intentar evitar la inactividad administrativa,
y con el objeto de averiguar si en este expediente ésta se
ha producido, habrá de computarse el plazo transcurrido entre
la notificación del Acuerdo de Iniciación y el siguiente trámite,
la notificación de la Propuesta de Resolución.

Si tenemos en cuenta que la notificación del Acuerdo
de Iniciación se realizó el 19 de febrero de 1999 y la noti-

ficación de la Propuesta de Resolución es de fecha 3 de
noviembre de 1999, resulta un plazo superior a los 6 meses
previstos para la caducidad en el ya mencionado art. 18.3
del R.D. 1945/1983, de 22 de junio.

Tercero. Sobre la base de lo expuesto no procede entrar
en el fondo del asunto, teniendo en cuenta que al apreciarse
la caducidad del expediente, no ha lugar a ello.

En consecuencia, vistos los preceptos legales citados y
demás de general aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Estimar el recurso de alzada interpuesto por doña Rosalía
Bonachera Villegas, en nombre y representación de la mercantil
“Alarcón y Neptuno, S.L.”, contra resolución de la Delegación
Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en Almería,
de fecha referenciada, revocando la misma en todos sus
términos.

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 25 de marzo de 2002. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 4 de junio de 2002.- El Secretario General Téc-
nico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 6 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Campillo de Arenas, La Guardia de
Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la
Junta de Andalucía ha tramitado expediente para la aprobación
de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Unidad Terri-
torial de Empleo y Desarrollo Tecnológico de Campillo de Are-
nas, La Guardia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo, sien-
do objeto de aprobación por la Consejería de Empleo y Desarro-
llo Tecnológico y el Consorcio de Campillo de Arenas, La Guar-
dia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Campillo de Arenas, La Guardia de Jaén,
Pegalajar, Cárcheles y Noalejo, que se adjuntan como Anexo
de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
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ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Sevilla, 6 de junio de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITO-
RIAL DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO
DE CAMPILLO DE ARENAS, LA GUARDIA DE JAEN, PEGA-

LAJAR, CARCHELES Y NOALEJO

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y los municipios de Cam-
pillo de Arenas, La Guardia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y
Noalejo, de conformidad con las atribuciones que tienen con-
feridas dichos Organismos y al amparo y con arreglo a lo
previsto en los arts. 57 y 87 de la Ley 7/85, de 2 de abril,
reguladora de las Bases de Régimen Local, y del artículo 110
del Real Decreto Legislativo 781/86, de 18 de abril, por el
que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales
vigentes en materia de Régimen Local; el art. 33 de la Ley
7/1993, de 27 de julio, reguladora de la Demarcación Muni-
cipal de Andalucía, y el artículo 7 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, crean el
Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Campillo de Arenas, La Guardia de Jaén,
Pegalajar, Cárcheles y Noalejo.

Artículo 2. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Campillo de Arenas, La
Guardia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo es una Cor-
poración de Derecho Público que goza de personalidad jurídica
propia y, en consecuencia, poseerá patrimonio propio afecto
a sus fines específicos, y capacidad para adquirir y poseer
toda clase de bienes y derechos, ejercitar acciones y recursos
ordinarios y extraordinarios ante autoridades, Juzgados y Tri-
bunales, aceptar legados y donaciones, tomar dinero a prés-
tamo y, en general, realizar cuantos actos y contratos sean
necesarios para su correcto funcionamiento, todo ello dentro
de los límites y con sujeción a los presentes Estatutos y al
ordenamiento jurídico de Régimen Local vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Campillo de Arenas, La
Guardia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo se constituye
con el objetivo de contribuir a un desarrollo equilibrado y sos-
tenido del territorio que conforman todos los municipios inte-
grantes del mismo, mediante la promoción de medidas para
aprovechar plenamente las posibilidades que ofrece la creación
de puestos de trabajo a nivel local, en la economía social

y en las nuevas actividades ligadas a las necesidades aún
no satisfechas por el mercado y, a la vez, posibilitar el acer-
camiento a los ciudadanos de las políticas y competencias
de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, así como
reforzar la eficacia de los servicios que las Entidades Locales
prestan a los/as ciudadanos/as en el territorio que constituye
el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento. Información pública
general sobre los programas y servicios de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde
la más genérica hasta la más específica. Facilitar todo tipo
de impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-
gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona.
Acción basada en un análisis de la situación local y cuyo
objetivo será el establecimiento de una estrategia común y
de medidas innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis perió-
dicos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia,
que permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y opor-
tunidades, y en última instancia la información necesaria para
el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las
nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo. Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

9. Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las
Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones
de la economía en un mercado más amplio de carácter
globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros municipios
u otras Entidades deberá hacerse mediante solicitud, que habrá
de ser aprobada por mayoría simple de los Entes que forman
el Consorcio, sin que ello suponga modificación de los pre-
sentes Estatutos, cuyas disposiciones serán de obligatorio cum-
plimiento para los municipios incorporados.

Artículo 8. El Consorcio fijará su sede y domicilio en la
ciudad de Campillo de Arenas, sin perjuicio de que su actua-
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ción y ámbito de influencia se extenderá necesariamente a
todo el territorio integrado por los municipios participantes en
el mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio, se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

Capítulo primero

Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:

El Consejo Rector.
La Presidencia del Consejo Rector.
La Vicepresidencia.
El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.

Vocales:

- Los/as Alcaldes/sas de los Ayuntamientos que formen
parte de la Unidad, o miembro de la Corporación en quien
deleguen.

- Dos Vocales designados por las Organizaciones Sin-
dicales más representativas en Andalucía, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/85, de
2 de agosto, de Libertad Sindical. Con voz y sin voto.

- Dos Vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores. Con voz y sin voto.

Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio, con voz y sin voto.

El número de Vocales podrá aumentar conforme se vaya
produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio
sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuación y Presupuesto Anual

del Consorcio.
6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-

supuesto, de valores independientes y auxiliares del Presu-
puesto, de caudales y de administración del patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes
servicios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los convenios colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.
14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas

atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/La Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio
de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.

Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la Director/a del Consorcio a propuesta del
Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las Bases
de ejecución del Presupuesto Anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las actas y certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre ésta.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime conveniente para el logro de la mayor efi-
cacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquéllas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector, u órgano que tenga delegada la com-
petencia.

Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
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tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia en la totalidad de sus funciones en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/La Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.
7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en

las disposiciones de las Corporaciones Locales.
8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del

Consorcio.
9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas.
10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la

Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. La funciones públicas necesarias para la ges-
tión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económico-financiera serán ejercidas por
los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

Capítulo Segundo

Funcionamiento de los Organos Colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio, y en general su funcionamiento, se acomodará a
los dispuesto en la Legislación de Régimen Local, en cuanto
le sea de aplicación, sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán por orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañados del Orden del día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a, o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el orden
del día, deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por
acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de actas de las sesiones,
donde se consignará, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas cuando así lo requiera el/la interesado/a
y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el visto bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 20, atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

- Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50%
del total de los votos del Consejo Rector.

- Municipios integrantes del Consorcio: 50% del total de
los votos del Consejo Rector, asignados de la siguiente manera:

25% de los votos del Consejo Rector repartidos a razón
de uno por municipio.

25% de los votos del Consejo Rector repartidos en función
del número de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Con-
sorcio, se recalcularía el número de votos de cada uno de
los integrantes sin necesidad de modificar los Estatutos.

Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por Vocales que representen al menos el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El régimen jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido con carácter general por las disposiciones
que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o Tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

Capítulo primero

Patrimonio

Artículo 30. El patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio, según corresponda.
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Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

Capítulo segundo

Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del Patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destine para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el 100%
de los gastos del personal del Consorcio que conformen la
estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes de
personal de la estructura complementaria de los Agentes de
Desarrollo Local del Consorcio en función del número de habi-
tantes de los municipios en los que se encuentren localizados.
El Ayuntamiento en el que resida la oficina de la Unidad Terri-
torial sufragará los costes de mantenimiento del inmueble,
y los municipios que conformen la Unidad aportarán al pre-
supuesto de la misma las cantidades necesarias para sufragar
los gastos de funcionamiento de dicha Unidad en proporción
al número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación
de otras entidades, órganos u organizaciones determinará la
modificación de la anterior aportación por el solo acuerdo del
Consejo Rector sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.

f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.
g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo. Será apli-
cable a los tributos que establezca el Consorcio el régimen
de infracciones y sanciones regulado en la Ley General Tri-
butaria y en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, en la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y
Precios Públicos y demás leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios, podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
visto por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en
las demás leyes del Estado reguladoras de la materia, así como
en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-

blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudiera establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales y debe-
rán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de Derecho Público promovida y par-
ticipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.

Capítulo tercero

Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.
e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico y de los municipios de Campillo de Arenas, La
Guardia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo, en las cuan-
tías señaladas anteriormente y en su caso de los órganos y
Entidades que lo compongan en la cuantía señalada por el
Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
legislación laboral vigente. Igualmente, las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores y demás disposiciones laborales vigentes.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y a los municipios
consorciados les corresponde la inspección superior de la ges-
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tión desarrollada por el Consorcio de la Unidad Territorial de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Campillo de Are-
nas, La Guardia de Jaén, Pegalajar, Cárcheles y Noalejo.

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente en el primer trimestre del año, al Consejo Rector
Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad
correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores Independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad, dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.

TITULO VI

MODIFICACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes Consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48.1. La separación de un Ente del Consorcio
precisará los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-
quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendados.

Artículo 49.1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes consorciados de las obras, insta-
laciones y, en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá, una vez aprobados definitivamente por los Entes
consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de la publicación a que se refiere la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

RESOLUCION de 7 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Andújar, Arjona, Arjonilla, Cazalilla,
Escañuela, Espelúy, Lopera, Marmolejo, Villanueva de
la Reina y Porcuna.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, de
la Junta de Andalucía ha tramitado expediente para la apro-
bación de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Uni-
dad Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico
de Andújar, Arjona, Arjonilla, Cazalilla, Escañuela, Espelúy,
Marmolejo, Villanueva de la Reina y Porcuna, siendo objeto
de aprobación por la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y el Consorcio de Andújar, Arjona, Arjonilla, Cazalilla,
Escañuela, Espelúy, Marmolejo, Villanueva de la Reina y
Porcuna.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Andújar, Arjona, Arjonilla, Cazalilla, Esca-
ñuela, Espelúy, Marmolejo, Villanueva de la Reina y Porcuna,
que se adjuntan como Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Sevilla, 7 de junio de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITO-
RIAL DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO
DE ANDUJAR, ARJONA, ARJONILLA, CAZALILLA, ESCAÑUE-
LA, ESPELUY, LOPERA, MARMOLEJO, VILLANUEVA DE LA

REINA Y PORCUNA

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y los municipios de Andú-
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jar, Arjona, Arjonilla, Cazalilla, Escañuela, Espelúy, Lopera,
Marmolejo, Villanueva de la Reina y Porcuna, de conformidad
con las atribuciones que tienen conferidas dichos Organismos
y al amparo y con arreglo a lo previsto en los arts. 57 y
87 de la Ley 7/85, de 2 de abril, reguladora de las Bases
de Régimen Local; y del artículo 110 del Real Decreto Legis-
lativo 781/86, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto
Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia
de Régimen Local; el art. 33 de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
y el artículo 7 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, crean el Consorcio de la
Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico
de Andújar, Arjona, Arjonilla, Cazalilla, Escañuela, Espelúy,
Lopera, Marmolejo, Villanueva de la Reina y Porcuna.

Artículo 2. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Andújar, Arjona, Arjonilla,
Cazalilla, Escañuela, Espelúy, Lopera, Marmolejo, Villanueva
de la Reina y Porcuna es una Corporación de Derecho Público,
que goza de personalidad jurídica propia y, en consecuencia,
poseerá patrimonio propio afecto a sus fines específicos, y
capacidad para adquirir y poseer toda clase de bienes y dere-
chos, ejercitar acciones y recursos ordinarios y extraordinarios
ante autoridades, juzgados y tribunales, aceptar legados y
donaciones, tomar dinero a préstamo y, en general, realizar
cuantos actos y contratos sean necesarios para su correcto
funcionamiento, todo ello dentro de los límites y con sujeción
a los presentes Estatutos y al ordenamiento jurídico de Régimen
Local vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Andújar, Arjona, Arjonilla,
Cazalilla, Escañuela, Espelúy, Lopera, Marmolejo, Villanueva
de la Reina y Porcuna se constituye con el objetivo de contribuir
a un desarrollo equilibrado y sostenido del territorio que con-
forman todos los municipios integrantes del mismo, mediante
la promoción de medidas para aprovechar plenamente las posi-
bilidades que ofrece la creación de puestos de trabajo a nivel
local, en la economía social y en las nuevas actividades ligadas
a las necesidades aún no satisfechas por el mercado y, a
la vez, posibilitar el acercamiento a los ciudadanos de las
políticas y competencias de la Consejería de Empleo y Desarro-
llo Tecnológico, así como reforzar la eficacia de los servicios
que las Entidades Locales prestan a los/as ciudadanos/as en
el territorio que constituye el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos, se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento. Información pública
general sobre los programas y servicios de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde
la más genérica hasta la más específica. Facilitar todo tipo
de impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-

gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo, que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona.
Acción basada en un análisis de la situación local y cuyo
objetivo será el establecimiento de una estrategia común y
de medidas innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis perió-
dicos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia,
que permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y opor-
tunidades y, en última instancia, la información necesaria para
el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las
nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo. Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

9. Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las
Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones
de la economía en un mercado más amplio de carácter
globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros municipios
u otras Entidades deberá hacerse mediante solicitud, que habrá
de ser aprobada por mayoría simple de los Entes que forman
el Consorcio, sin que ello suponga modificación de los pre-
sentes Estatutos, cuyas disposiciones serán de obligatorio cum-
plimiento para los municipios incorporados.

Artículo 8. El Consorcio fijará su sede y domicilio en la
ciudad de Andújar, sin perjuicio de que su actuación y ámbito
de influencia se extenderá necesariamente a todo el territorio
integrado por los municipios participantes en el mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

CAPITULO PRIMERO

Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:
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El Consejo Rector.
La Presidencia del Consejo Rector.
La Vicepresidencia.
El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.

Vocales:

- Los/as Alcaldes/sas de los Ayuntamientos que formen
parte de la Unidad, o miembro de la Corporación en quien
deleguen.

- Dos Vocales designados por las Organizaciones Sindi-
cales más representativas en Andalucía de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7.1. de la Ley Orgánica 11/85, de
2 de agosto, de Libertad Sindical. Con voz y sin voto.

- Dos Vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores. Con voz y sin voto.

Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio con voz y sin voto.
El número de Vocales podrá aumentar conforme se vaya

produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio
sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuación y Presupuesto Anual

del Consorcio.
6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-

supuesto, de valores independientes y auxiliares del Presu-
puesto, de caudales y de administración del Patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes
servicios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los convenios colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar, con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.
14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas

atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/La Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio
de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.

Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la director/a del Consorcio a propuesta del
Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las bases
de ejecución del presupuesto anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las actas y certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre ésta.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquéllas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector u órgano que tenga delegada la competencia.

Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia en la totalidad de sus funciones en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/La Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.
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4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.
7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en

las disposiciones de las Corporaciones Locales.
8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del

Consorcio.
9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas.
10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la

Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. La funciones públicas necesarias para la ges-
tión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económica-financiera serán ejercidas por
los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

CAPITULO II

Funcionamiento de los órganos colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio, y en general su funcionamiento, se acomodará a
los dispuesto en la Legislación de Régimen Local, en cuanto
le sea de aplicación, sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán por orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañados del orden del día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el orden
del día, deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por
acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de actas de las sesiones,
donde se consignarán, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas cuando así lo requiera el/la interesado/a
y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el Visto Bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 40, atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50% del
total de los votos del Consejo Rector.

Municipios integrantes del Consorcio: 50% del total de
los votos del Consejo Rector asignados de la siguiente manera:

- 25% de los votos del Consejo Rector repartidos a razón
de uno por municipio.

- 25% de los votos del Consejo Rector repartidos en fun-
ción del número de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Consorcio
se recalcularía el número de votos de cada uno de los inte-
grantes sin necesidad de modificar los Estatutos.

Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por vocales que representen al menos el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El régimen jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido con carácter general por las disposiciones
que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o Tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

CAPITULO PRIMERO

Patrimonio

Artículo 30. El Patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio según corresponda.

Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

CAPITULO SEGUNDO

Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del Patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destine para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
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sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el 100%
de los gastos del personal del Consorcio que conformen la
estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes de
personal de la estructura complementaria de los Agentes de
Desarrollo Local del Consorcio en función del número de habi-
tantes de los municipios en los que se encuentren localizados.
El Ayuntamiento en el que resida la oficina de la Unidad Terri-
torial sufragará los costes de mantenimiento del inmueble,
y los municipios que conformen la Unidad aportarán al pre-
supuesto de la misma las cantidades necesarias para sufragar
los gastos de funcionamiento de dicha Unidad en proporción
al número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación
de otras entidades, órganos u organizaciones determinará la
modificación de la anterior aportación por el solo acuerdo del
Consejo Rector sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.

f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.
g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo. Será apli-
cable a los tributos que establezca el Consorcio el régimen
de infracciones y sanciones regulado en la Ley General Tri-
butaria y en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, en la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y
Precios Públicos y demás Leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios, podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
visto por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el Consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en
las demás Leyes del Estado reguladoras de la materia, así
como en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-
blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudiera establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales y debe-
rán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de Derecho Público promovida y par-
ticipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.

CAPITULO TERCERO

Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.
e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo

Tecnológico y los municipios de Andújar, Arjona, Arjonilla,
Cazalilla, Escañuela, Espelúy, Lopera, Marmolejo, Villanueva
de la Reina y Porcuna, en las cuantías señaladas anteriormente
y en su caso de los órganos y Entidades que lo compongan
en la cuantía señalada por el Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
legislación laboral vigente. Igualmente las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores y demás disposiciones laborales vigentes.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y a los municipios
consorciados les corresponde la inspección superior de la ges-
tión desarrollada por el Consorcio de la Unidad Territorial de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Andújar, Arjona,
Arjonilla, Cazalilla, Escañuela, Espelúy, Lopera, Marmolejo,
Villanueva de la Reina y Porcuna.

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente, en el primer trimestre del año, al Consejo Rector
Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad
correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores Independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.
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TITULO VI

MODIFICACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes Consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48. 1. La separación de un Ente del Consorcio
precisará los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-
quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendados.

Artículo 49. 1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes Consorciados de las obras, insta-
laciones y, en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá, una vez aprobados definitivamente por los Entes
Consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de la publicación a que se refiere la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

RESOLUCION de 7 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Administración Local, por la que se
acuerda la publicación de los Estatutos del Consorcio
para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Bailén, Baños de la Encina, Guarro-
mán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblascopedro y Villa-
torres.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,

establece la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con otra Administración Pública o entidades
privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público
concurrentes con los de otras Administraciones Públicas.

La Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la
Junta de Andalucía ha tramitado expediente para la aprobación
de los Estatutos reguladores del Consorcio para la Unidad Terri-
torial de Empleo y Desarrollo Tecnológico de Bailén, Baños
de la Encina, Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblas-
copedro y Villatorres, siendo objeto de aprobación por la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y el Consorcio de
Bailén, Baños de la Encina, Guarromán, Jabalquinto, Men-
gíbar, Torreblascopedro y Villatorres.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos reguladores del Con-
sorcio para la Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo Local
y Tecnológico de Bailén, Baños de la Encina, Guarromán,
Jabalquinto, Mengíbar, Torreblascopedro y Villatorres, que se
adjuntan como Anexo de esta Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada
ante el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación en el plazo de
un mes, contado a partir del día siguiente a aquél en que
tenga lugar la notificación del presente acto, de conformidad
con lo establecido en los artículos 114 y 115 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Sevilla, 7 de junio de 2002.- El Director General, Alfonso
Yerga Cobos.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO PARA LA UNIDAD TERRITORIAL
DE EMPLEO Y DESARROLLO LOCAL Y TECNOLOGICO DE BAI-
LEN, BAÑOS DE LA ENCINA, GUARROMAN, JABALQUINTO,

MENGIBAR, TORREBLASCOPEDRO Y VILLATORRES

TITULO I

NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO

Artículo 1. La Junta de Andalucía, a través de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y los municipios de Bailén,
Baños de la Encina, Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torre-
blascopedro y Villatorres, de conformidad con las atribuciones
que tienen conferidas dichos Organismos y al amparo y con
arreglo a lo previsto en los arts. 57 y 87 de la Ley 7/85,
de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local,
y del artículo 110 del Real Decreto Legislativo 781/86, de
18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de
las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local;
el art. 33 de la Ley 7/1993, de 27 de julio, reguladora de
la Demarcación Municipal de Andalucía, y el artículo 7 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, crean el Consorcio de la Unidad Territorial
de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Bailén, Baños
de la Encina, Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblas-
copedro y Villatorres.

Artículo 2. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Bailén, Baños de la Encina,
Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblascopedro y Villa-
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torres es una Corporación de Derecho Público, que goza de
personalidad jurídica propia y, en consecuencia, poseerá patri-
monio propio afecto a sus fines específicos, y capacidad para
adquirir y poseer toda clase de bienes y derechos, ejercitar
acciones y recursos ordinarios y extraordinarios ante autori-
dades, Juzgados y Tribunales, aceptar legados y donaciones,
tomar dinero a préstamo y, en general, realizar cuantos actos
y contratos sean necesarios para su correcto funcionamiento,
todo ello dentro de los límites y con sujeción a los presentes
Estatutos y al ordenamiento jurídico de Régimen Local
vigentes.

Artículo 3. La Unidad Territorial de Empleo y Desarrollo
Local y Tecnológico se configura, adoptando la formulación
administrativa de un Consorcio, como un instrumento de
impulso y gestión de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y de las Entidades Locales que lo integran, dirigida
a conseguir un mayor desarrollo endógeno del territorio con-
sorciado y a lograr un acercamiento al ciudadano de la gestión
de sus asuntos administrativos.

Artículo 4. El Consorcio de la Unidad Territorial de Empleo
y Desarrollo Local y Tecnológico de Bailén, Baños de la Encina,
Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblascopedro y Villa-
torres, se constituye con el objetivo de contribuir a un desarrollo
equilibrado y sostenido del territorio que conforman todos los
municipios integrantes del mismo, mediante la promoción de
medidas para aprovechar plenamente las posibilidades que
ofrece la creación de puestos de trabajo a nivel local, en la
economía social y en las nuevas actividades ligadas a las nece-
sidades aún no satisfechas por el mercado y, a la vez, posibilitar
el acercamiento a los ciudadanos de las políticas y compe-
tencias de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico,
así como reforzar la eficacia de los servicios que las Entidades
Locales prestan a los/as ciudadanos/as en el territorio que
constituye el Consorcio.

Artículo 5. Para la consecución de sus objetivos se esta-
blecen como funciones básicas del Consorcio las siguientes:

1. Información y asesoramiento. Información pública
general sobre los programas y servicios de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico. Esta información irá desde
la más genérica hasta la más específica. Facilitar todo tipo
de impresos y solicitudes. Información sobre plazos y requisitos
a cumplir en las distintas convocatorias. Identificación de los
órganos responsables de la tramitación de los asuntos.

2. Recepción y entrega de documentación. Recepción
fechada y registrada de toda la documentación para los dife-
rentes servicios de la Consejería.

3. Apoyo a la tramitación administrativa. Apoyo a la tra-
mitación, ordenación y despacho de expedientes ante la Dele-
gación Provincial. Subsanación de deficiencias y falta de docu-
mentación. Envío a los diferentes servicios de la Delegación
Provincial para su resolución.

4. Estudios y trabajos técnicos. Estudio preliminar de los
expedientes. Asesoramiento sobre su contenido y documen-
tación.

5. Promoción de proyectos y otras iniciativas de desarrollo
local. Propuestas e iniciativas relacionadas con la zona de
influencia del Consorcio de Empleo y Desarrollo que den lugar
a nuevos proyectos de emprendedores/as.

6. Prospección y estudio de necesidades de la zona.
Acción basada en un análisis de la situación local y cuyo
objetivo será el establecimiento de una estrategia común y
de medidas innovadoras para la creación de puestos de trabajo.

7. Análisis del entorno socioeconómico. Análisis perió-
dicos, cuantitativos y cualitativos de su ámbito de influencia,
que permita conocer debilidades, amenazas, fortalezas y opor-
tunidades, y en última instancia la información necesaria para

el posterior diseño de las líneas que habrán de marcar las
nuevas políticas de desarrollo local y empleo.

8. Promoción del autoempleo. Ofreciendo servicio de aten-
ción personalizada.

9. Creación de Empresas. Mediante la divulgación de los
programas existentes y, en especial, los de la Consejería de
Empleo y Desarrollo Tecnológico, destinados a dicho fin, así
como la captación de emprendedores/as beneficiarios/as de
las acciones de formación profesional ocupacional que hayan
presentado proyectos viables para trabajar por cuenta propia.

10. Dinamización y mejora de la competitividad de las
Pymes en el territorio. Adaptación a las nuevas condiciones
de la economía en un mercado más amplio de carácter
globalizador.

Artículo 6. La competencia consorcial podrá extenderse
a otras finalidades que interesen en común a la pluralidad
de los miembros consorciados, mediante resolución o acuerdo
favorable de la mayoría de las Administraciones Públicas que
integran el Consorcio y la adecuada modificación de estos
Estatutos.

Artículo 7. La adhesión al Consorcio de otros municipios
u otras Entidades deberá hacerse mediante solicitud, que habrá
de ser aprobada por mayoría simple de los Entes que forman
el Consorcio, sin que ello suponga modificación de los pre-
sentes Estatutos, cuyas disposiciones serán de obligatorio cum-
plimiento para los municipios incorporados.

Artículo 8. El Consorcio fijará su sede y domicilio en la
ciudad de Bailén, sin perjuicio de que su actuación y ámbito
de influencia se extenderá necesariamente a todo el territorio
integrado por los municipios participantes en el mismo.

En función del tamaño y ámbito de actuación del Con-
sorcio, se podrán establecer diferentes oficinas de dicho Con-
sorcio en otros tantos municipios.

Artículo 9. El Consorcio se constituye con una duración
indefinida y en tanto subsistan las competencias legales de
los Entes consorciados y los fines de interés común enco-
mendados a aquél.

TITULO II

ORGANIZACION Y REGIMEN JURIDICO

Capítulo primero

Organización

Artículo 10. La estructura organizativa del Consorcio la
constituyen los siguientes órganos:

El Consejo Rector.
La Presidencia del Consejo Rector.
La Vicepresidencia.
El/La Director/a del Consorcio.

Artículo 11. El Consejo Rector estará integrado por los
siguientes miembros:

Presidencia: El/La Delegado/a en la provincia de la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

Vicepresidencia: Será un/a Alcalde/sa de los Ayuntamien-
tos consorciados a propuesta de los mismos.

Vocales:

- Los/as Alcaldes/sas de los Ayuntamientos.
- 3 que formen parte de la Unidad, o miembro de la

Corporación en quien deleguen.
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- Dos Vocales designados por las Organizaciones Sin-
dicales más representativas en Andalucía, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 11/85, de
2 de agosto, de Libertad Sindical. Con voz y sin voto.

- Dos Vocales designados por las Organizaciones Empre-
sariales de carácter intersectorial más representativas en Anda-
lucía, de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Adicional
Sexta del Estatuto de los Trabajadores. Con voz y sin voto.

Secretario/a: El/La Secretario/a General de la Entidad Local
que se designe.

El/La Director/a del Consorcio, con voz y sin voto.

El número de Vocales podrá aumentar conforme se vaya
produciendo la incorporación de nuevos miembros al Consorcio
sin necesidad de modificación de estos Estatutos.

Artículo 12. Las atribuciones del Consejo Rector son las
siguientes:

1. El gobierno del Consorcio.
2. Aprobar las modificaciones de los Estatutos del Con-

sorcio y su propuesta a las instituciones consorciadas.
3. Aprobar la incorporación de nuevos miembros al

Consorcio.
4. Aprobar la disolución del Consorcio.
5. Aprobar el Plan de Actuación y Presupuesto Anual

del Consorcio.
6. Aprobar las cuentas anuales de liquidación del Pre-

supuesto, de valores independientes y auxiliares del Presu-
puesto, de caudales y de administración del patrimonio.

7. Aprobar la estructura organizativa de los diferentes
servicios del Consorcio.

8. Aprobar la plantilla de puestos de trabajo para los dife-
rentes servicios del Consorcio.

9. Aprobar los Reglamentos de funcionamiento de los
diferentes servicios del Consorcio.

10. Aprobar los convenios colectivos con el personal labo-
ral contratado por el Consorcio.

11. Recibir, hacerse cargo y administrar con las limi-
taciones que establezca la legislación vigente, los bienes del
Consorcio y los que procedan de donativos, subvenciones o
legados.

12. Adquirir y enajenar toda clase de bienes muebles
e inmuebles.

13. Aprobar la modificación de las aportaciones sociales.
14. Delegar en la Presidencia del Consejo Rector cuantas

atribuciones estime convenientes para el logro de la mayor
eficacia en la gestión del Consorcio.

Artículo 13. La Presidencia del Consejo Rector.
El/La Presidente/a del Consejo Rector será el/la Delegado/a

de la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico en la
provincia donde se ubique el Consorcio y le corresponderá
presidir el Consejo Rector y cualquier otro órgano del Consorcio
de carácter colegiado que pudiera crearse en función de las
necesidades de gestión de éste.

Artículo 14. A la Presidencia del Consejo Rector le corres-
ponden las siguientes atribuciones:

1. Dirigir y dictar las instrucciones para el cumplimiento
de la normativa legal de aplicación a la actividad y gestión
del Consorcio.

2. Representar al Consorcio y ejercitar las acciones jurí-
dicas que procedan ante toda clase de entidades y personas
públicas y privadas, y conferir mandatos y poderes para ejer-
citar dicha representación.

3. Convocar, presidir, suspender y levantar las sesiones
del Consejo Rector, dirigir las deliberaciones y decidir los empa-
tes con votos de calidad en las sesiones de la misma.

4. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos del Consejo
Rector.

5. Nombrar al/la Director/a del Consorcio a propuesta del
Consejo Rector.

6. Ordenar los gastos corrientes incluidos en el Presu-
puesto hasta el límite máximo que se determine en las Bases
de ejecución del Presupuesto de cada ejercicio, incluso los
correspondientes a las Cuentas de Valores independientes y
auxiliares del Presupuesto.

7. Ordenar los pagos que se determinen en las Bases
de ejecución del Presupuesto Anual.

8. Otorgar los contratos que sean necesarios en repre-
sentación del Consorcio.

9. Autorizar las actas y certificaciones.
10. Adoptar las medidas de carácter urgente que sean

precisas, dando cuenta de las mismas al Consejo Rector en
la sesión más inmediata que celebre ésta.

11. Delegar en el/la Vicepresidente/a o Director/a cuantas
atribuciones estime conveniente para el logro de la mayor efi-
cacia en la gestión del Consorcio.

12. Elaborar el anteproyecto de Plan de actuación y
Presupuesto.

13. Elevar al Consejo Rector las propuestas sobre asuntos
cuyas resoluciones finales correspondan a éste.

14. Aquéllas no expresamente atribuidas a otros órganos.
15. Concesión de subvenciones previamente sometidas

al Consejo Rector, u órgano que tenga delegada la com-
petencia.

Artículo 15. La Vicepresidencia del Consejo Rector asu-
mirá las atribuciones de la Presidencia enumeradas en el ar-
tículo 14 de los presentes Estatutos que le sean delegadas
expresamente por ésta.

Artículo 16. La Vicepresidencia del Consejo Rector sus-
tituirá a la Presidencia en la totalidad de sus funciones en
caso de ausencia, enfermedad o situación que imposibilite
a ésta para el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 17. El/La Director/a dirige la gestión y adminis-
tración del Consorcio en base a las directrices establecidas
por el Consejo Rector y su Presidente/a. Tiene atribuidas las
siguientes competencias:

1. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Rec-
tor y las Resoluciones de la Presidencia del mismo.

2. Organizar y dirigir al personal de los diferentes servicios
del Consorcio.

3. Ordenar gastos en la cuantía máxima que determinen
las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como todos
aquéllos que el/la Presidente/a le delegue.

4. Ordenar pagos en la cuantía máxima que determinen
las Bases de ejecución del Presupuesto Anual, así como aqué-
llos que el/la Presidente/a le delegue.

5. Custodiar los archivos y documentación del Consorcio.
6. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales

vigentes que afecten al ámbito de gestión del Consorcio.
7. Ejercer las funciones de Tesorero/a determinadas en

las disposiciones de las Corporaciones Locales.
8. Elaborar la propuesta del Plan de actuación Anual del

Consorcio.
9. Elaborar la Memoria Anual de las actividades desarro-

lladas.
10. Todas aquellas otras atribuciones que le confiera el/la

Presidente/a del Consejo Rector.

Artículo 18. La funciones públicas necesarias para la ges-
tión del Consorcio, como institución vinculada a las Admi-
nistraciones Públicas, con responsabilidad jurídico-adminis-
trativa, referentes a la fe pública, el asesoramiento legal y
control de la gestión económico-financiera serán ejercidas por
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los técnicos de las distintas Administraciones Públicas par-
ticipantes, designados al efecto.

Capítulo Segundo

Funcionamiento de los Organos Colegiados

Artículo 19. El régimen de las sesiones y acuerdos del
Consorcio, y en general su funcionamiento, se acomodará a
lo dispuesto en la Legislación de Régimen Local, en cuanto
le sea de aplicación, sin perjuicio de las particularidades deri-
vadas de la organización propia del Consorcio.

Artículo 20. Las convocatorias para las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del Consejo Rector del Consorcio se
cursarán por orden de la Presidencia, con antelación mínima
de dos días hábiles, e irán acompañados del Orden del día,
donde se relacionarán los asuntos a tratar en cada reunión.

Artículo 21. Para que el Consejo Rector quede válidamente
constituido en sesión ordinaria o extraordinaria será necesaria
la presencia del 70% de los votos representados en el Consejo
Rector, el/la Presidente/a y el/la Secretario/a, o quienes legal-
mente sustituyan a éstos/as.

Artículo 22. Cuando un miembro del Consejo Rector desee
que recaiga acuerdo sobre un tema que no figura en el orden
del día, deberá justificar su urgencia y ser ésta aceptada por
acuerdo favorable de la mayoría de los miembros del órgano
colegiado.

Artículo 23. Se llevará un Libro de actas de las sesiones,
donde se consignará, en cada acta, el lugar, el día y hora
en que comience la sesión, los nombres y apellidos del/la
Presidente/a y asistentes, los asuntos sometidos a deliberación,
las opiniones emitidas cuando así lo requiera el/la interesado/a
y los acuerdos adoptados.

Las actas serán autorizadas con la firma del/la Secretario/a
y el visto bueno del/la Presidente/a.

Artículo 24. En función de la naturaleza y composición
del Consorcio, a los efectos de la toma de decisiones, el total
de votos del Consejo Rector se establece en 28, atribuyéndose
a cada uno de los miembros los siguientes votos:

- Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico: 50%
del total de los votos del Consejo Rector.

- Municipios integrantes del Consorcio: 50% del total de
los votos del Consejo Rector, asignados de la siguiente manera:

25% de los votos del Consejo Rector repartidos a razón
de uno por municipio.

25% de los votos del Consejo Rector repartidos en función
del número de habitantes de cada Entidad Local.

Si se produjera un aumento de los miembros del Con-
sorcio, se recalcularía el número de votos de cada uno de
los integrantes sin necesidad de modificar los Estatutos.

Artículo 25. El Consejo Rector se reunirá con carácter
ordinario cada seis meses y lo hará en forma extraordinaria
cuando la Presidencia del mismo lo crea necesario o se solicite
por Vocales que representen al menos el 25% de los votos
del Consorcio.

Artículo 26. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple
de los votos emitidos. La modificación de los Estatutos será
adoptada por mayoría de un quórum de dos tercios.

Artículo 27. El régimen jurídico de los actos del Consorcio
será el establecido con carácter general por las disposiciones

que regulan el procedimiento administrativo de las Corpora-
ciones Locales.

Artículo 28. Contra los actos y acuerdos del Consorcio
que pongan fin a la vía administrativa, los/as interesados/as
podrán, previo recurso de reposición en los casos que proceda,
interponer recurso contencioso-administrativo ante la jurisdic-
ción o Tribunal competente.

Artículo 29. La reclamación previa a la vía judicial civil
y la reclamación previa a la vía judicial laboral se dirigirán
a la Presidencia del Consejo Rector del Consorcio, a quien
corresponderá la resolución de la misma.

TITULO III

GESTION ECONOMICA

Capítulo primero

Patrimonio

Artículo 30. El patrimonio del Consorcio estará constituido
por el conjunto de bienes, derechos y acciones que le
pertenezcan.

Este patrimonio podrá ser incrementado por los bienes
y derechos que pueden ser adquiridos por las Entidades con-
sorciadas, afectándolos a los fines del Consorcio, por los adqui-
ridos por el propio Consorcio de cualquier otra persona o enti-
dad pública o privada. Estos incrementos serán calificados
como patrimonio de afectación o propio, según corresponda.

Artículo 31. Las Entidades consorciadas podrán afectar,
en su caso, al cumplimiento de los fines del Consorcio otros
bienes y derechos. Este patrimonio continuará siendo de la
propiedad de aquéllas con la misma calificación jurídica con
que consta en los respectivos inventarios donde figuren.

Capítulo segundo

Hacienda

Artículo 32. La Hacienda del Consorcio estará constituida:

a) Por la renta, productos e intereses de los bienes mue-
bles, inmuebles, derechos reales, créditos y demás derechos
integrantes del Patrimonio del Consorcio.

b) Por las aportaciones que destine para tal fin la Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico y las Corporaciones
Locales con cargo a sus respectivos presupuestos. La Con-
sejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico sufragará el 100%
de los gastos del personal del Consorcio que conformen la
estructura básica y el 80%, 75% y 70% de los costes de
personal de la estructura complementaria de los Agentes de
Desarrollo Local del Consorcio en función del número de habi-
tantes de los municipios en los que se encuentren localizados.
El Ayuntamiento en el que resida la oficina de la Unidad Terri-
torial sufragará los costes de mantenimiento del inmueble,
y los municipios que conformen la Unidad aportarán al pre-
supuesto de la misma las cantidades necesarias para sufragar
los gastos de funcionamiento de dicha Unidad en proporción
al número de habitantes de cada uno de ellos. La incorporación
de otras entidades, órganos u organizaciones determinará la
modificación de la anterior aportación por el solo acuerdo del
Consejo Rector sin necesidad de modificación de los Estatutos.

c) Por las subvenciones procedentes de los organismos
públicos y privados.

d) Por los donativos y legados de personas físicas o
jurídicas.

e) Por los rendimientos que pueda obtener por sus
servicios.
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f) Por el importe de los anticipos o préstamos que obtenga.
g) Por cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.

Artículo 33. La Hacienda del Consorcio responderá de
las obligaciones y deudas contraídas por el mismo. Será apli-
cable a los tributos que establezca el Consorcio el régimen
de infracciones y sanciones regulado en la Ley General Tri-
butaria y en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 34. El Consorcio podrá establecer y exigir tasas,
contribuciones especiales y precios públicos de conformidad
con lo previsto en los presentes Estatutos y en la Ley de Hacien-
das Locales, en la Ley General Tributaria, Ley de Tasas y
Precios Públicos y demás leyes aplicables.

Artículo 35. En la imposición de contribuciones especiales
con motivo de la realización de obras o del establecimiento
o ampliación de servicios, podrá distinguirse entre el interés
directo de los contribuyentes y el que sea común de un término
municipal o en varios, según los casos, ateniéndose a lo pre-
visto por el artículo 132 de la Ley de Haciendas Locales.

Artículo 36. La gestión, liquidación, inspección y recau-
dación de los tributos que establezca el consorcio se realizará
de acuerdo con lo previsto en la Ley General Tributaria y en
las demás leyes del Estado reguladoras de la materia, así como
en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Artículo 37. Los beneficios y rentas que produzca el Con-
sorcio, una vez cubiertos los gastos, se destinarán, en primer
lugar, a constituir fondos de reservas en la cuantía que esta-
blezcan las disposiciones de Régimen Local, y el resto a mejorar
y ampliar las instalaciones y edificios afectos al Consorcio.

Artículo 38. El Consorcio llevará el mismo sistema de
contabilidad que rige para las Corporaciones Locales, con inde-
pendencia de que por el Consejo Rector pudiera establecerse
otras formas complementarias para el estudio del rendimiento
y productividad.

Artículo 39. La ejecución de las Cuentas de Liquidación
del Presupuesto, del Patrimonio, de Caudales y de Valores
independientes y Auxiliares del Presupuesto se sujetarán a
las normas establecidas para las Corporaciones Locales y debe-
rán ser aprobadas por el Consejo Rector.

Artículo 40. En caso de disolución del Consorcio, el haber
resultante de la liquidación se repartirá entre los miembros
del mismo en proporción al importe de sus aportaciones.

Artículo 41. El presente Consorcio tiene la naturaleza jurí-
dica de Corporación de Derecho Público promovida y par-
ticipada por Entidades Locales, siéndole de aplicación las exen-
ciones fiscales previstas en la legislación de Haciendas Locales
para las Entidades de tal naturaleza.

Capítulo tercero

Presupuesto

Artículo 42. El Consorcio dispondrá anualmente de un
Presupuesto propio elaborado en base a la misma normativa
de aplicación para las Corporaciones Locales.

El Estado de Ingresos de dicho Presupuesto se nutrirá
con los siguientes recursos:

a) Productos de actividad de los diferentes servicios del
Consorcio.

b) Donativos y auxilios.
c) Rentas del Patrimonio.
d) Subvenciones.

e) Aportaciones de la Consejería de Empleo y Desarrollo
Tecnológico y los municipios de Bailén, Baños de la Encina,
Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblascopedro y Villa-
torres, en las cuantías señaladas anteriormente y en su caso
de los órganos y Entidades que lo compongan en la cuantía
señalada por el Consejo Rector.

El Estado de Gastos de dicho Presupuesto comprenderá
las cantidades precisas para la ejecución del Plan de Actuación
anual correspondiente.

TITULO IV

GESTION DE PERSONAL

Artículo 43. El personal contratado para atender los dife-
rentes servicios establecidos en el Consorcio se regirá por la
legislación laboral vigente. Igualmente, las distintas Adminis-
traciones Públicas podrán adscribir personal al servicio del
Consorcio en la forma permitida en la legislación vigente.

Artículo 44. Las condiciones de trabajo y salariales se
desarrollarán en el marco de lo establecido en el Estatuto de
los Trabajadores y demás disposiciones laborales vigentes.

TITULO V

FISCALIZACION Y CONTROL

Artículo 45. A la Junta de Andalucía y a los municipios
consorciados les corresponde la inspección superior de la ges-
tión desarrollada por el Consorcio de la Unidad Territorial de
Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico de Bailén, Baños
de la Encina, Guarromán, Jabalquinto, Mengíbar, Torreblas-
copedro y Villatorres.

Artículo 46. La Presidencia del Consejo Rector presentará
anualmente en el primer trimestre del año, al Consejo Rector
Memoria de la Gestión Económica y del Balance de Actividad
correspondiente al ejercicio del año anterior, comprendiendo
dicha Memoria las Cuentas de Liquidación del Presupuesto,
de Valores Independientes y Auxiliares, de Caudales y de Admi-
nistración del Patrimonio, así como Balance del Desarrollo
de cada uno de los Programas de Actividades.

El Consejo Rector, una vez aprobada la Memoria de la
Gestión Económica y del Balance de Actividad, dará cono-
cimiento de ésta a la Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-
nológico y a las Corporaciones Locales componentes del
Consorcio.

TITULO VI

MODIFICACIONES Y DISOLUCION

Artículo 47. La modificación de estos Estatutos, mediante
acuerdo del Consejo Rector adoptado con el quórum de las
dos terceras partes, habrá de ser ratificada por la totalidad
de los Entes Consorciados, con las mismas formalidades segui-
das para la aprobación de aquéllos.

Artículo 48.1. La separación de un Ente del Consorcio
precisará los siguientes requisitos:

a) Preaviso de un año dirigido a la Presidencia del
Consorcio.

b) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
y compromisos anteriores respecto del Consorcio y garantizar
el cumplimiento de las obligaciones pendientes con el mismo.

2. La separación no podrá comportar perturbación, per-
juicio o riesgo evidente para la realización inmediata de cual-



BOJA núm. 77Página núm. 11.866 Sevilla, 2 de julio 2002

quiera de los servicios o actividades del Consorcio, ni perjuicio
para los intereses públicos al mismo encomendados.

Artículo 49.1. El Consorcio podrá disolverse por alguna
de las causas siguientes:

a) Por la transformación del Consorcio en otra Entidad,
mediante acuerdo del Consejo Rector, con el quórum de las
dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes consorciados de las obras, insta-
laciones y, en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá, una vez aprobados definitivamente por los Entes
Consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de la publicación a que se refiere la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 11 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de la Función Pública, por la que se crea
el puesto de Secretaría-Intervención en la Entidad Local
Autónoma de Castil de Campos (Córdoba).

Vista la solicitud formulada por la Entidad Local Autónoma
de Castil de Campos (Córdoba), relativa a la creación en la
plantilla de esta Entidad Local Autónoma de una plaza de
funcionario de Administración Local con habilitación de carác-
ter nacional, perteneciente a la subescala de Secretaría-In-
tervención, en base al Acuerdo adoptado por la Junta Vecinal
de la citada Entidad en sesión extraordinaria celebrada el día
18 de abril de 2002.

Tramitado expediente de conformidad con lo previsto en
el artículo 63.4 de la Ley 7/1993, de 27 de julio, reguladora
de la Demarcación Municipal de Andalucía en el artículo
92.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases
de Régimen Local; en los artículos 159 y 161.1 del Real
Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, aprobatorio del
Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en mate-
ria de Régimen Local; en los artículos 2, 8 y 9 del Real Decreto
1732/1994, de 29 de julio, sobre provisión de puestos de
trabajo reservados a funcionarios de Administración Local con
habilitación de carácter nacional; en el Decreto 467/1994,
de 13 de diciembre, por el que se asignan a la entonces
Consejería de Gobernación las competencias atribuidas por
las Disposiciones Adicionales Novena de la Ley 22/1993, de

29 de diciembre, y Tercera del Real Decreto 1732/1994, de 29
de julio, relativas al régimen jurídico de funcionarios de Admi-
nistración Local con habilitación de carácter nacional, y de
conformidad con el artículo 11.1.e) del Decreto 139/2000,
de 16 de mayo, por el que se establece la estructura orgánica de
la Consejería de Justicia y Administración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Crear en la plantilla de la Entidad Local Autónoma
de Castil de Campos (Córdoba) el puesto de Secretaría de
clase tercera para su desempeño por funcionario de Admi-
nistración Local con habilitación de carácter nacional, per-
teneciente a la subescala de Secretaría-Intervención.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo, ante los correspondientes órganos
judiciales de este orden, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente a la notificación de este acto, todo ello
de conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, y en el artícu-
lo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 11 de junio de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

RESOLUCION de 24 de junio de 2002, del Ins-
tituto Andaluz de Administración Pública, por la que
se conceden subvenciones a las Organizaciones Sin-
dicales CC.OO-FSAP, UGT-FSP y CSI-CSIF para la rea-
lización de actividades formativas destinadas al per-
sonal al servicio de la Administración General de la
Junta de Andalucía con cargo a los fondos de For-
mación Continua.

El III Acuerdo de Formación Continua en las Adminis-
traciones Públicas de 11 de enero de 2001, suscrito por la
Administración General del Estado, las Administraciones de
las Comunidades Autónomas, la Federación Española de Muni-
cipios y Provincias y las Organizaciones Sindicales UGT, CC.OO
y CSI-CSIF, ha supuesto la consolidación de un sistema de
gestión de la formación de los empleados públicos caracte-
rizado fundamentalmente por la activa participación de los
agentes sociales.

Por su parte, en el ámbito de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, el Acuerdo sobre condiciones de trabajo en la
Administración General de la Junta de Andalucía, firmado el
26 de febrero de 1996, con las Organizaciones Sindicales
presentes en la Mesa Sectorial de Administración General de
la Junta de Andalucía, UGT, CC.OO y CSI-CSIF, aprobado
por acuerdo del Consejo de Gobierno de 12 de marzo de
1996 (publicado en BOJA núm. 53, de 7 de mayo), preveía,
en su apartado número 6, dedicado a la Formación, Acción
Social y Salud Laboral, la participación de las organizaciones
Sindicales firmantes «en la gestión del 10% de los fondos
de Formación Continua para la Administración General que
anualmente correspondan a la Junta de Andalucía».

El citado Acuerdo, prorrogado en el año 1999, mediante
Acuerdo del Consejo de Gobierno de 23 de febrero de 1999
(BOJA núm. 39, de 3 de abril), continúa vigente actualmente,
por lo que, en ejecución de los compromisos contenidos en
el mismo, resulta procedente instrumentar la distribución entre
las Organizaciones Sindicales que forman parte de la Comisión
de Formación Continua de la Comunidad Autónoma, de las
subvenciones correspondientes al porcentaje acordado de los
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créditos asignados para Formación Continua en el ejercicio
de 2002, destinados a financiar las Acciones formativas del
sector de empleados públicos de la Administración General
de la Junta de Andalucía y que gestionarán directamente las
citadas Organizaciones.

En sesión del Consejo Rector del Instituto Andaluz de
Administración Pública celebrada el 23 de enero de 2002,
se aprobó la distribución de los fondos de Formación Continua
entre las Organizaciones Sindicales integrantes de la Comisión
Nacional de la Formación Continua y de la Comisión de For-
mación Continua de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Vista la certificación de la Secretaria del Consejo Rector
de la sesión celebrada el 23 de enero de 2002, estudiadas
las propuestas de las acciones formativas de Formación Con-
tinua presentadas por las organizaciones sindicales UGT,
CCOO y CSI-CSIF, para su realización en el ejercicio 2002,
de conformidad con el Decreto 254/2001, de 20 de noviem-
bre, por el que se regulan los procedimientos para la concesión
de subvenciones y ayudas públicas por la Administración de
la Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos y su régi-
men jurídico, en uso de las facultades conferidas,

HE RESUELTO

Primero. Conceder a las Organizaciones Sindicales rela-
cionadas a continuación subvenciones por los importes que
se indican, aprobadas en el seno de la Comisión de Formación
Continua de la Comunidad Autónoma de Andalucía, para la
ejecución de acciones formativas en el ejercicio de 2002:

CCOO-FSAP: 35.346,67 euros. CIF: G-78300480.
UGT-FSP: 45.178,33 euros. CIF: G-78085149.
CSI-CSIF: 21.887,00 euros. CIF: G-79514378.

Segundo. Declarar las subvenciones recogidas en la pre-
sente Resolución de carácter excepcional, conforme disponen
el párrafo tercero del artículo 107 de la Ley 5/1983, de 19
de julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, así como el artículo 15 del Decreto
254/2001, de 20 de noviembre, por el que se regulan los
procedimientos para la concesión de subvenciones y ayudas
públicas por la Administración de la Junta de Andalucía y
sus Organismos Autónomos y su régimen jurídico.

Tercero. Las subvenciones tienen por finalidad financiar
el coste de las actividades formativas dirigidas al personal al
servicio de la Administración General de la Junta de Andalucía,
que realicen las Organizaciones Sindicales integrantes de la
Comisión de Formación Continua de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, conforme a las propuestas presentadas y apro-
badas en el seno de la misma. Dichas acciones formativas
deberán necesariamente ejecutarse dentro del ejercicio eco-
nómico de 2002.

Cuarto. Las subvenciones se abonarán con cargo a la
aplicación presupuestaria 01.12.31. 18.00.482.00.12B. del
Presupuesto de gastos de este Instituto para 2002, haciéndose
efectivas mediante el abono de un primer pago a cada uno
de los beneficiarios correspondiente al 75% del importe total
concedido y el 25% restante, una vez justificado el anterior
pago.

Quinto. La justificación del primer pago por el importe
del 75% del total concedido a cada una de la Organizaciones
Sindicales beneficiarias, se realizará mediante la aportación
a este Instituto dentro del plazo de tres meses a contar desde
su pago efectivo, de la siguiente documentación:

a) Certificado de haber registrado en su contabilidad el
ingreso recibido, con expresión del asiento practicado.

b) Los documentos justificativos (facturas pagadas o
documentos con valor probatorio equivalente) de los gastos
originados por la realización de las actividades formativas sub-
vencionadas, por el importe correspondiente a dicho primer
pago.

Sexto. Para la justificación del segundo pago, por importe
del 25% restante del total de la subvención, las Organizaciones
Sindicales beneficiarias presentarán ante el Instituto, en el pla-
zo de los dos meses siguientes a su pago efectivo, la misma
documentación indicada en el apartado anterior, pero referida
a la aplicación de este segundo pago. En todo caso la jus-
tificación vendrá referida a los gastos generados por las accio-
nes formativas desarrolladas efectivamente en el año 2002,
de conformidad con lo previsto en el apartado Tercero de la
presente Resolución.

Séptimo. Las acciones formativas desarrolladas al amparo
de la presente Resolución tienen la consideración de acciones
formativas homologadas por el Instituto Andaluz de Adminis-
tración Pública, debiendo las Organizaciones Sindicales bene-
ficiarias de las subvenciones cumplimentar la documentación
relativa a dichas acciones, a excepción de la solicitud, conforme
al procedimiento establecido en la Resolución de 10 de enero
de 2002 del Instituto Andaluz de Administración Pública, por
la que se determina el procedimiento de homologación de
acciones formativas realizadas por promotores externos (BOJA
núm. 14, de 2 de febrero de 2002).

Octavo. Las Organizaciones sindicales beneficiarias de las
subvenciones quedan sujetas a las siguientes obligaciones:

a) Sometimiento a las actuaciones de comprobación y
a las de control que correspondan a la Intervención General
de la Junta de Andalucía y a las previstas en la legislación
del Tribunal de Cuentas y de la Cámara de Cuentas de
Andalucía.

b) Sometimiento a las actuaciones de comprobación a
efectuar por parte del Instituto Andaluz de Administración
Pública, y a remitir cuanta documentación les sea requerida
por éste, en relación con la aplicación de los fondos percibidos.

Noveno. Con arreglo a lo dispuesto por el apartado 11
del artículo 18 de la Ley 14/2001, de 26 de diciembre, del
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para
el año 2002, las Organizaciones Sindicales beneficiarias de
las presentes subvenciones, han de hacer constar en toda
información o publicidad que se efectúe de la actividad u objeto
de la subvención que la misma está subvencionada por la
Junta de Andalucía, precisando que el concedente ha sido
el Instituto Andaluz de Administración Pública.

Décimo. Toda alteración de las condiciones tenidas en
cuenta para la concesión de las presentes subvenciones, y,
en todo caso, la obtención concurrente de subvenciones o
ayudas otorgadas por otras Administraciones o entes públicos
o privados, nacionales o internacionales, podrá dar lugar a
la modificación de la presente Resolución, en virtud de lo
dispuesto, respectivamente, en los artículos 110 de la Ley
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma
de Andalucía y 19 del anteriormente citado Reglamento por
el que se regulan los procedimientos para la concesión de
subvenciones y ayudas públicas por la Administración de la
Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos y su régimen
jurídico.

Undécimo. Procederá el reintegro de las subvenciones
concedidas en la forma y los casos establecidos en el artícu-
lo 112 de la mencionada Ley General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como los ar-
tículos 21 a 23 del antes citado Decreto 254/2001, de 20
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de noviembre. Asimismo, será procedente el reintegro del
importe de las cantidades obtenidas, tanto considerada ais-
ladamente, o en concurrencia con subvenciones o ayudas de
otras Administraciones Públicas, o de otros entes públicos o
privados, nacionales o internacionales, en cuanto exceda del
coste de las actividades desarrolladas, en virtud del segundo
inciso del artículo 112 de la Ley General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía y del 21.2 del ya
citado Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, ambos en
relación con el artículo 111 de aquélla.

Duodécimo. La presente Resolución pone fin a la vía admi-
nistrativa y frente a la misma podrá interponerse recurso con-
tencioso-administrativo, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente a la notificación de la misma, de acuerdo
con lo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previa comu-
nicación a este Instituto, de conformidad con lo establecido
en el artículo 110.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, sin perjuicio de la inter-
posición del recurso potestativo de reposición en el plazo de
un mes, conforme a lo dispuesto en el artículo 116 de la
Ley 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la Ley
30/1992.

Sevilla, 24 de junio de 2002.- El Director, Joaquín Castillo
Sempere.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

ORDEN de 28 de mayo de 2002, de aprobación
de los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particu-
lares, Modelo-Tipo, para la contratación de obras por
procedimiento abierto mediante la forma de subasta
y por procedimiento negociado sin publicidad.

Ver esta disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo número

ORDEN de 10 junio de 2002, de aprobación de
los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares,
Modelo-Tipo, para la contratación de Consultoría y Asis-
tencia por procedimiento abierto mediante la forma
de concurso con o sin variantes y por procedimiento
negociado sin publicidad.

Ver esta disposición en fascículo 2 de 2 de este mismo número

CONSEJERIA DE SALUD

ORDEN de 4 de junio de 2002, por la se emplaza
a terceros interesados en el recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 438/02, interpuesto ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo con sede en Granada del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

La Asociación Sindical de Trabajadores Interinos de la
Sanidad Andaluza de Málaga (ASTISA Málaga) ha interpuesto
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo con sede en
Granada, Sección 1.ª/12, del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía, el recurso contencioso-administrativo número
438/02 contra el Decreto 260/2001, de 27 de noviembre,
por el que se adaptan las retribuciones de determinado per-
sonal de atención primaria a la tarjeta sanitaria individual y

a la libre elección de Médico (BOJA núm. 141, de 7 de diciem-
bre de 2001).

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 48 de la Ley 29/1998, de 13 de junio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

D I S P O N G O

Primero. Anunciar la interposición del citado recurso con-
tencioso-administrativo número 438/02.

Segundo. Ordenar la remisión del expediente adminis-
trativo a la Sala de lo Contencioso-Administrativo con sede
en Granada, Sección 1.ª/12, del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía.

Tercero. Publicar la presente Orden en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas personas,
terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado o derivaren
derechos por la disposición impugnada, para que comparezcan
y se personen como demandados en autos ante el referido
órgano jurisdiccional en el plazo de nueve días, contados a
partir del siguiente al de la publicación de la presente Orden.

Sevilla, 4 de junio de 2002

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Salud

ORDEN de 4 de junio de 2002, por la que se
emplaza a terceros interesados en el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 257/2002, interpuesto ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo con sede en
Granada del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

El Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de Farmacéuticos
ha interpuesto ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
con sede en Granada, Sección 1.ª/12, del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía, el recurso contencioso-administrativo
número 257/2002 contra el Decreto 245/2001, de 6 de
noviembre, por el que se crea la categoría de Técnico de Salud
de Atención Primaria en el Servicio Andaluz de Salud (BOJA
núm. 137, de 27 de noviembre de 2001).

En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 48 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

D I S P O N G O

Primero. Anunciar la interposición del citado recurso con-
tencioso-administrativo número 257/02.

Segundo. Ordenar la remisión del expediente adminis-
trativo a la Sala de lo Contencioso-Administrativo con sede
en Granada, Sección 1.ª/12, del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía.

Tercero. Publicar la presente Orden en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas personas,
terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado o derivaren
derechos por la disposición impugnada, para que comparezcan
y se personen como demandados en autos ante el referido
órgano jurisdiccional en el plazo de nueve días, contados a
partir del siguiente al de la publicación de la presente Orden.

Sevilla, 4 de junio de 2002

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Salud
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CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

RESOLUCION de 21 de mayo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se aprueba el
deslinde parcial de la vía pecuaria Colada de las Pla-
teras, en el término municipal de Dos Hermanas (Se-
villa) (VP 626/01).

Examinado el expediente de deslinde parcial de la vía
pecuaria denominada «Colada de las Plateras», en el tramo
que va desde la Colada de Los Palacios hasta la Vereda del
Arrecife, en el término municipal de Dos Hermanas (Sevilla),
instruido por la Delegación Provincial de la Consejería de Medio
Ambiente en Sevilla, se desprenden los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria denominada «Colada de las Pla-
teras», en el término municipal de Dos Hermanas (Sevilla),
fue clasificada por Orden Ministerial de fecha 22 de febrero
de 1943.

Segundo. Mediante Resolución de la Viceconsejería de
Medio Ambiente de fecha 14 de diciembre de 2000, se acordó
el inicio del deslinde parcial de la vía pecuaria denominada
«Colada de las Plateras».

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se inicia-
ron el 1 de marzo de 2001, notificándose dicha circunstancia
a todos los afectados conocidos, siendo, asimismo, publicado,
el citado extremo, en el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla
núm. 20, de fecha 25 de enero de 2001.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos, ésta se
somete a exposición pública, previamente anunciada en el
Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla.

Quinto. A la dicha Proposición de Deslinde, en tiempo
y forma, se presentaron alegaciones de parte de don Miguel
Afán de Ribera Ibarra, Secretario General Técnico de
ASAJA-Sevilla y Renfe y don Felipe A. de Lama Santos, en
nombre y representación de la Delegación de Patrimonio de
Andalucía y Extremadura de Renfe.

Sexto. Los extremos alegados por los interesados ante-
dichos pueden resumirse tal como sigue:

El representante de ASAJA-Sevilla sostiene:

- Falta de motivación. Arbitrariedad. Nulidad.
- Existencia de numerosas irregularidades desde un punto

de vista técnico.
- Efectos y alcance del deslinde.
- Prescripción posesoria de los terrenos pecuarios, con

reclamación del posible amparo legal que pudiera otorgarle
la inscripción registral.

- Nulidad del procedimiento de deslinde al constituir una
vía de hecho.

- Nulidad de la clasificación origen del presente proce-
dimiento con fundamento en el art. 102 de la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo Común.

- Falta de desarrollo reglamentario del art. 8 de la Ley
de Vías Pecuarias como competencia estatal.

- Indefensión y perjuicio económico y social.

Don Felipe A. de Lama Santos, en nombre y represen-
tación de la Delegación de Patrimonio de Andalucía y Extre-
madura de Renfe, manifiesta que se tenga en cuenta lo dis-

puesto en la normativa sectorial respecto a la delimitación
de los terrenos inmediatos al ferrocarril y la limitación de los
usos en los mismos, concretamente en la Ley 16/1987, de
30 de julio, de la Ordenación del Transporte Terrestre, y el
Reglamento aprobado por R.D. 1211/90, de 28 de septiembre.

Séptimo. Sobre las alegaciones previas, se solicitó el pre-
ceptivo informe del Gabinete Jurídico.

A la vista de tales antecedentes, son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
resolución del presente deslinde en virtud de lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decreto
179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba la estructura
orgánica básica de la Consejería de Medio Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y demás legislación apli-
cable al caso.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Colada de las Pla-
teras» fue clasificada por Orden de fecha 22 de febrero de
1943, debiendo, por tanto, el Deslinde, como acto adminis-
trativo definitorio de los límites de cada vía pecuaria, ajustarse
a lo establecido en el acto de Clasificación.

Cuarto. En cuanto a las alegaciones presentadas, cabe
señalar:

En primer término, respecto a la alegación relativa a la
falta de motivación, nulidad y arbitrariedad, así como la refe-
rente a la nulidad del procedimiento de deslinde al constituir
una vía de hecho, sostener que el procedimiento de deslinde
tiene su fundamento en el acto de clasificación de la vía pecua-
ria, en la que se determina la existencia, anchura, trazado
y demás características físicas generales de la vía pecuaria.

Por otra parte, la Resolución de aprobación del deslinde
deriva de un expediente en el que consta una Proposición
de Deslinde realizada conforme a los trámites legalmente esta-
blecidos, sometida a información pública, y en la que se inclu-
yen todos los datos necesarios para el conocimiento del recorri-
do, características y lindes de la vía pecuaria, por lo que en
modo alguno puede hablarse de existencia de indefensión en
el presente procedimiento.

En segundo lugar, se hace referencia a una serie de irre-
gularidades detectadas desde un punto de vista técnico. Con
carácter previo se ha de señalar que las mismas no se refieren
al concreto procedimiento de deslinde que nos ocupa, sino
al procedimiento de clasificación de una vía pecuaria.
Así, se hace referencia a «clasificadores» y a la «clasificación»,
se establece que no se ha señalizado en el campo el eje de
la vía pecuaria, cuando en el acto de apeo de un procede
deslinde se realiza un estaquillado de todos y cada uno de
los puntos que conforman las líneas bases de la vía pecuaria;
se establece que se han tomado los datos desde un vehículo
en circulación o que no se ha tenido en cuenta la dimensión
Z o la cota de la supuesta vía pecuaria, para acto seguido
manifestar que «el deslinde se hace con mediciones a cinta
métrica por la superficie de suelo, por tanto, se tiene en cuenta
la Z».



BOJA núm. 77Página núm. 11.870 Sevilla, 2 de julio 2002

Hechos estos comentarios, se procede a la contestación
punto por punto a los extremos esgrimidos:

1. En primer lugar sostiene el alegante que el eje de
la vía pecuaria se determina de un modo aleatorio y caprichoso,
así como que el mismo no ha sido señalizado en el campo.

A este particular ha de sostenerse que para definir el tra-
zado de la vía pecuaria objeto del deslinde se desarrolla un
laborioso y delicado procedimiento, el cual se expone a
continuación:

Primero, se realiza una investigación de la documentación
cartográfica, histórica y administrativa existente al objeto de
recabar todos los posibles antecedentes que puedan facilitar
la identificación de las líneas bases que la definen (expediente
de Clasificación del término municipal de Dos Hermanas, bos-
quejo planimétrico, planos catastrales históricos y actuales
imágenes del vuelo americano del año 56, datos topográficos
actuales de la zona objeto de deslinde, así como otros docu-
mentos depositados en diferentes archivos y fondos docu-
mentales).

Seguidamente, se realiza el levantamiento del terreno con
receptor GPS en campo, y a continuación se procede al análisis
de la documentación recopilada y superposición de diferentes
cartografías e imágenes, obteniéndose las primeras conclu-
siones del estudio que se plasma en documento planimétrico
a escala 1:1.000, realizada expresamente para el deslinde.
A continuación, y acompañados por los prácticos del lugar
(agentes de medio ambiente, etc.) se realiza un minucioso
reconocimiento del terreno al objeto de validar o corregir las
conclusiones del estudio, pasando a confeccionar seguidamen-
te el plano desde deslinde, en él aparecen perfectamente defi-
nidos los límites de la vía pecuaria (aristas o eje en su caso).

Finalmente, se realiza el acto formal de apeo, en el que
se estaquillan todos y cada uno de los puntos que conforman
las líneas bases recogidas en el mencionado plano, levantando
acta de las actuaciones practicadas así como de las posibles
alegaciones al respecto.

Considerar también que no es el eje de la vía pecuaria
el que se replantea en el campo sino los vértices de las líneas
bases que definen la anchura de la misma y que se describen
en su mayoría literalmente, pudiéndose reconocer sobre el
terreno y, por tanto, posibilitando su replanteo. Una vez defi-
nidas en campo las líneas base de la vía pecuaria, se puede
obtener el eje de la misma.

Por tanto, podemos concluir que el eje de la vía pecuaria
no se determina de modo aleatorio y caprichoso.

2. El alegante manifiesta que el GPS (Global Position
System) es un recurso de apoyo, pero no un sistema básico
de captura de datos y que la ejecución de toma de datos
se ha realizado desde un vehículo en circulación.

A este respecto, manifestar que la técnica GPS, bien
empleada, sí que es un sistema básico de obtención de coor-
denadas y no sólo un recurso de apoyo a otras técnicas. El
sistema de posicionamiento global GPS, aunque concebido
como servicio de navegación continuo en tiempo real para
fines militares, rápidamente tuvo aplicaciones en el mundo
civil, tanto en navegación como en cartografía. La aplicación
de las técnicas GPS en topografía y geodesia es de particular
importancia debido a su rapidez y precisión, siendo adoptado
mundialmente por todos los organismos cartográficos desde
sus inicios (en España: Instituto Geográfico Nacional, Centro
Geográfico del Ejército, Centro Cartográfico y Fotográfico del
Ejército del Aire, Dirección General del Catastro, Instituto Car-
tográfico Catalán, etc.).

Los beneficios que sobre la sociedad ha reinvertido el
GPS son muy cuantiosos, tanto en desarrollo como a nivel
económico, mejorando la precisión de los sistemas clásicos
que introducían errores de propagación. Hasta tal punto que
Europa pretende tener su propio sistema de posicionamiento

global (Galileo), y que Rusia también dispone del suyo propio
(Glonass).

Los errores debidos a los retardos ionosféricos, que se
producen por la variación de la velocidad de las ondas que
emiten los satélites al atravesar la ionosfera, y que depende
básicamente del contenido de electrones en la misma, se tienen
en cuenta y se eliminan cuando se trabaja con receptores
bifrecuencia. Los retrasos troposféricos no dependen de la fre-
cuencia de la señal, sino de la refractividad del medio, que
es función de la presión y de la temperatura. La refracción
troposférica es un problema ya clásico en las medidas geo-
désicas, y existen muchos modelos para la determinación del
retraso troposférico (Saastamonien, Hopfield, etc.).

Las interferencias en el alineamiento, en el receptor y
el multipath se pueden, así mismo, eliminar en el proceso
de cálculo analizando las observaciones a cada uno de los
satélites y los resultados estadísticos que ofrece para cada
vector. Se pueden excluir del cálculo satélites que introduzcan
errores en la solución por efecto multipath o por mal fun-
cionamiento, definir franjas horarias de observación óptimas
en cada uno de ellos o máscaras de elevación que eliminen
satélites bajos con mucha influencia atmosférica. En el levan-
tamiento de los puntos de apoyo es posible eliminar todos
estos efectos, pues el tiempo de observación del que se dispone
para cada uno de ellos es lo suficientemente amplio como
para poder analizar los tramos de interferencias en las señales
y obtener datos correctos.

Además se trata de evitar en la medida de lo posible
realizar observaciones en zonas donde se puedan producir
interferencias, como tendidos eléctricos, y efectos multipath,
como superficies reflectantes (naves industriales)...

Si se empleara el sistema de observación que se expone
en el escrito de alegaciones presentado por ASAJA, utilizando
un único receptor y cualquiera de las tres estaciones de refe-
rencia que hay en Andalucía, se podrían llegar a obtener pre-
cisiones de un metro. La disponibilidad y precisión de las
posiciones calculadas están restringidas por el número de saté-
lites empleados y el valor del Position Dilution of Prescission
(PDOP), según su geometría. Este método, denominado Dif-
ferential Global Position System (DGPS) con suavizado, puede
llegar a alcanzar precisiones relativas centimétricas con algo-
ritmos de cálculo sofisticados, como el DGPS con super
suavizado.

Respecto a la disponibilidad selectiva que se hace, es
cierto que por temas militares, y con el fin de evitar tener
coordenadas correctas en tiempo real para usos bélicos de
otros ejércitos, las frecuencias L1 y L2 eran moduladas con
la señal de navegación que contiene la información precisa
de tiempo y la información orbital para el cálculo de efemérides,
y enviadas en forma de código binario generado por un algo-
ritmo matemático. Para la mayoría de los usuarios, sólo era
accesible el código C/A (L1), con una degradación producida
por un error intencionado en las efemérides y en el estado
del reloj, reservándose para usos militares el código P (L1
y L2), de mayor precisión. Desde mayo del año 2000, la
disponibilidad selectiva, como era llamada la accesibilidad res-
tringida de precisión, fue eliminada y hoy por hoy cualquier
usuario puede realizar navegación de precisión. Esto sólo suce-
día cuando se trabajaba en tiempo real y con un único receptor
(modo autónomo). En posicionamientos relativos, estas codi-
ficaciones no impedían el cálculo de las posiciones de manera
precisa al afectar por igual tanto a la estación de referencia
como a la móvil. Además podían conocerse las efemérides
de precisión a partir del día siguiente de la observación (pu-
blicadas en internet), con lo que en postproceso también se
eliminaba la influencia de la disponibilidad selectiva.

El proyecto RECORD tiene diversas aplicaciones, y a medi-
da que se amplíe la cobertura de emisoras tendrá una mayor
importancia, si bien de momento sólo son a nivel de navegación
de precisión y para proyectos en entorno SIG o que no deman-
den grandes precisiones. Para aplicaciones topográficas es un
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método que hoy por hoy no se emplea, aunque se está inves-
tigando cómo aumentar la precisión.

Por otro lado, indicar que no se toman medidas con un
vehículo en marcha.

3. El alegante manifiesta que en la Proposición de Des-
linde no aparece ningún certificado de calibración del receptor
GPS.

A este particular indicar que los GPS carecen de certificado
de calibración, pues sus componentes son puramente elec-
trónicos (placa base, reloj interno, sistema de almacenamiento,
sistema de alimentación, antena, amplificador...), los cuales
son sólo susceptibles de verificación, lo cual se realiza
periódicamente.

4. El alegante indica que la toma de datos se ha limitado
a la toma de datos en dos dimensiones «X» e «Y», sin tener
en cuenta la «Z», quedando esta circunstancia claramente
recogida en el Plan de Ordenación y Recuperación de Vías
Pecuarias de Andalucía.

En el citado Plan no se establece que hayan de tomarse
los datos de altitud en los procedimientos de clasificación y
deslinde de vías pecuarias. En el mismo únicamente se prevé
la toma de datos de latitud, longitud y altitud aproximados
de las vías pecuarias en los trabajos llevados a cabo para
definir la Red de vías pecuarias de Andalucía. Por otra parte,
el mismo constituye un instrumento de planificación, cuyo
objeto no es establecer las prescripciones técnicas que se han
de reflejar en los expedientes de clasificación y en los de des-
lindes de vías pecuarias.

Dicho lo anterior, y para mayor abundamiento, indicar
que con la toma de datos con GPS se están determinando
vectores de posición tridimensionales en un sistema de refe-
rencia global. Estas posiciones se reducen al elipsoide de refe-
rencia, determinando sus coordenadas geodésicas longitud y
latitud, además de la altura del punto respecto del mismo.
Los errores que pueden existir en la determinación final de
las coordenadas en el sistema de referencia cartográfico local,
aparte de los posibles errores propios del GPS, se producen
en la transformación entre sistemas geodésicos de referencia
o cambio de Datum, y están dentro de las precisiones de
la propia Red Geodésica Nacional.

Respecto a que el replanteo del deslinde se hace en campo
con cinta métrica y, por tanto, se tiene en cuenta la Z del
terreno, hay que decir que es cierto, y para evitar los errores
aducidos en su alegación y mantener la precisión de las medi-
das, se siguen los siguientes requisitos:

A la hora de tomar la medida con la cinta ésta debe
estar lo suficientemente tensa como para eliminar los posibles
errores producidos con la catenaria que forma la cinta al ser
extendida. Si no se tiene en cuenta este requisito, la medida
será errónea. La cinta ha de estar lo más horizontal que se
pueda a la hora de la medida para que la distancia que se
mida coincida con la distancia reducida. Para casos donde
la pendiente del terreno es alta, se fracciona el tramo total
en tramos más pequeños, para procurar que la distancia sea
la reducida y no la hipotenusa del triángulo rectángulo que
se forma.

Teniendo en cuenta estas observaciones, como se tiene,
las medidas con cintas son adecuadas. En otro orden de cosas,
los efectos y el alcance del deslinde aparecen determinados
en el art. 8 de la Ley de Vías Pecuarias, a cuyo tenor «3.
El deslinde aprobado declara la posesión y la titularidad dema-
nial a favor de la Comunidad Autónoma, dando lugar al amo-
jonamiento y sin que las inscripciones del Registro de Pro-
piedad puedan prevalecer frente a la naturaleza demanial de
los bienes deslindados. 4. La resolución de aprobación del
deslinde será título suficiente para rectificar, en forma y con-
diciones que se determinen reglamentariamente, las situacio-
nes jurídicas registrales contradictorias con el deslinde. Dicha
resolución será título suficiente para que la Comunidad Autó-
noma proceda a la inmatriculación de los bienes de dominio

público cuando lo estime conveniente. En todo caso, quienes
se consideren afectados por la resolución aprobatoria del des-
linde podrán ejercitar las acciones que estimen pertinentes
en defensa de sus derechos y solicitar la anotación preventiva
de la correspondiente reclamación judicial».

Sostiene el alegante la prescripción posesoria de los terre-
nos pecuarios, con reclamación del posible amparo legal que
pudiera otorgarle la inscripción registral. A este respecto
manifestar:

En cuanto a la adquisición del terreno mediante Escritura
Pública, inscrita además en el Registro de la Propiedad, hemos
de mantener que la protección del Registro no alcanza a los
datos de mero hecho de los bienes de dominio público, y
el hecho de señalar que limita con una vía pecuaria ni prejuzga
ni condiciona la extensión ni la anchura de ésta.

En este sentido se pronuncia la Jurisprudencia de nuestro
Tribunal Supremo y la Dirección General de Registros y del
Notariado en cuanto declaran que la fe pública registral no
comprende los datos físicos, ya que, según la Ley Hipotecaria,
los asientos del Registro no garantizan que el inmueble tenga
la cabida que consta en las respectivas inscripciones.

El Gabinete Jurídico de la Consejería de Medio Ambiente
de la Junta de Andalucía completa su argumentación enmar-
cándola en una consideración genérica sobre la posibilidad
abstracta del Registro de incidir en el dominio público.

Parten de la afirmación doctrinal de que el Registro le
es indiferente al dominio público, citando concretamente a
Beraud y Lezon, en cuanto entienden que los bienes de domi-
nio público carecen de potencialidad jurídica para ser sal-
vaguardados por la inscripción, ya que su adscripción a fines
de carácter público los sitúa fuera del comercio de los hombres,
haciéndoles inalienables e imprescriptibles, llevando en su des-
tino la propia garantía de inatacabilidad o inmunidad, de mane-
ra que en ellos la inscripción es superflua.

En lo que se refiere a la prescripción adquisitiva, aducida
de contrario, por el transcurso de los plazos legales, ha de
indicarse que, sin duda, corresponde a un estado de cosas
anterior en el tiempo a la promulgación de la Ley 3/1995,
de Vías Pecuarias.

Además, ya la Ley de Vías Pecuarias de 27 de junio
de 1974 intentaba conciliar la voluntad de demanializar con
el respeto de los derechos adquiridos.

De todo ello se deduce claramente que con posterioridad
a la entrada en vigor de la Ley de 1974 ni pueden entenderse
iniciables cómputos del plazo de prescripción, ni podrían com-
pletarse plazos de prescripción iniciados con anterioridad.

Por otra parte, con referencia a la pretendida nulidad del
procedimiento de clasificación, al amparo de lo establecido
en el art. 62.1 de la LRJAP y PAC, al considerarse vulnerado
el derecho a la defensa establecido en el art. 24 de la Cons-
titución Española, al no haber sido notificado de forma personal
del resultado del expediente de clasificación de las vías pecua-
rias del término municipal, se ha de manifestar que no es
procedente la apertura del procedimiento de revisión de oficio
de dicho acto por cuanto que no concurren los requisitos mate-
riales exigidos. Concretamente, los procedimientos de referen-
cia no incurren en la causa de nulidad alegada, por cuanto
que el Reglamento de Vías Pecuarias aprobado por el Decreto
de 23 de diciembre de 1944, entonces vigente, no exigía
tal notificación, estableciéndose en su art. 12:

«La Dirección General de Ganadería, previos los oportunos
informes sobre las reclamaciones y propuestas presentadas,
elevará el expediente a la resolución ministerial.

La Orden Ministerial aprobatoria se publicará en el Boletín
Oficial del Estado y en el Boletín Oficial de la Provincia a
la que afecte la clasificación.»

Por otra parte, respecto a la alegación articulada relativa
a la falta de desarrollo reglamentario del art. 8 de la Ley antes
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citada, así como a la competencia estatal de dicho desarrollo,
sostener que dicho artículo resulta de aplicación directa, al
establecer con claridad que las inscripciones del Registro de
la Propiedad no pueden prevalecer frente a la naturaleza dema-
nial de los bienes deslindados.

Así mismo, tampoco puede prosperar la alegación relativa
a la posible inconstitucionalidad de dicho precepto al no cons-
tituir una norma de carácter expropiatorio dado que no hay
privación de bienes a particulares, sino determinación de des-
lindar el dominio público.

En otro orden de cosas, sostiene el representante de
ASAJA-Sevilla el perjuicio económico y social que supondría
el deslinde para los numerosos titulares de las explotaciones
agrícolas afectadas, así como para los trabajadores de las mis-
mas. A este respecto, manifestar que el deslinde no es más
que la determinación de los límites de la vía pecuaria en bene-
ficio de todos. No obstante, las consecuencias del mismo en
cada caso podrían ser susceptibles de estudio en un momento
posterior.

Por último, con referencia a las alegaciones articuladas
por el representante de la Delegación de Patrimonio de Renfe
se ha de manifestar que el objeto del presente procedimiento
de deslinde es la determinación de los límites de la vía pecuaria
de conformidad con lo establecido en el procedimiento de
clasificación, por tanto, será en un momento posterior al des-
linde, a la hora de planificar las actuaciones a acometer en
dichos terrenos, cuando se ha de tener en cuenta lo dispuesto
en la normativa sectorial.

Considerando que el presente deslinde se ha realizado
conforme a la Clasificación aprobada, que se ha seguido el
procedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, del Procedimiento Administrativo Común,
con sujeción a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo,
de Vías Pecuarias, y al Decreto 155/1998, de 21 de julio,
que aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y demás legislación aplicable al caso.

Vistos la propuesta favorable al deslinde, formulada por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Sevilla, con fecha 4 de septiembre de 2001, así como
el informe del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía,
de fecha 27 de diciembre de 2001,

HE RESUELTO

Primero. Aprobar el deslinde parcial de la vía pecuaria
denominada «Colada de las Plateras», en su tramo que va
desde la Colada de Los Palacios hasta la Vereda del Arrecife,
en el término municipal de Dos Hermanas (Sevilla), a tenor
de la descripción que sigue, y en función a las coordenadas
que se anexan a la presente Resolución.

Descripción:

«Finca rústica, en el término municipal de Dos Hermanas
(provincia de Sevilla), de forma alargada, con una anchura
legal variable, la longitud deslindada es de 4.639 metros,
la superficie deslindada es de 7-32-82 ha, que en adelante
se conocerá como “Colada de las Plateras”, que linda al Norte
con fincas de Hermanos Ayala Sousa, S.L; al Sur, con fincas
de don Antonio Pérez Olivar, don José Palmero Godino, don
Antonio Palmero Rodríguez, don Manuel Durán Baquero, don
Antonio Durán González, don Francisco Bohórquez Benítez,
don Manuel Moreno Bustos, don Juan Sánchez Bucarat, don
Francisco Muñoz Láinez, don José Martín Calvo, don Francisco
Martín Calvo, don Juan Domínguez González, don Antonio
Gayango Parejo, don Manuel Amodeo Silvestre, don Maxi-
miliano Angel Nogález Aranda, don Francisco Begines Amo-
deo, don José Begines Amodeo, don Antonio Ayala González,
don José Delgado Fernández, don Antonio Delgado Fernández,
don Manuel González Pérez, don José Ramos Ramos, don
Antonio Romero Sánchez, don Manuel Romero Bejarano, don

Antonio Delgado Fernández, don Juan Martín García, don Anto-
nio Cabezuelo Caballero, don Juan Jiménez Monreai, doña
M.ª Blanca Alonso Pérez Tinao, don José Rubio Gutiérrez,
don Joaquín Muñoz Díaz, doña Ana Madueño Tejera y doña
María Claro Mejías; al Este, Colada de los Palacios y al Oeste
con Vereda del Arrecife.»

Segundo. Desestimar las alegaciones presentadas a la Pro-
posición de Deslinde, en función de los argumentos esgrimidos
en los puntos tercero y cuarto de los Fundamentos de Derecho
de la presente Resolución.

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada, conforme a
la Ley 4/1999, de modificación de la Ley 30/1992, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, en el plazo de un mes desde
la notificación de la presente, ante la Consejera de Medio
Ambiente de la Junta de Andalucía.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 21 de mayo de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

A N E X O

REGISTRO DE COORDENADAS
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RESOLUCION de 22 de mayo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se aprueba el
deslinde parcial de la vía pecuaria denominada Cordel
de las Palmillas, tramo comprendido entre la carretera
de San Calixto-Viña del Vicario-Mojón Gordo, a su paso
por la finca El Berro o Santa Cruz, en el término muni-
cipal de Hornachuelos, provincia de Córdoba (V.P.
509/99).

Examinado el expediente de deslinde de la vía pecuaria
denominada «Cordel de las Palmillas», en el tramo compren-
dido desde la Carretera de San Calixto-Mojón Gordo, a su
paso por la finca «El Berro o Santa Cruz», en el término muni-
cipal de Hornachuelos, provincia de Córdoba, instruido por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Córdoba, se desprenden los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La vía pecuaria denominada «Cordel de las Pal-
millas», en el término municipal de Hornachuelos (Córdoba),
fue clasificada por Orden Ministerial de fecha 5 de marzo
de 1956, modificada por Orden Ministerial de fecha 5 de
abril de 1961, con una anchura legal de 37,61 metros.

Segundo. Mediante Orden del Consejero de Medio
Ambiente de fecha 10 de septiembre de 1997, se acordó
el inicio del Deslinde parcial de la vía pecuaria «Cordel de
las Palmillas», en el tramo antes citado, en el término municipal
de Hornachuelos, provincia de Córdoba.

Tercero. Los trabajos materiales de deslinde, previos los
anuncios, avisos y comunicaciones reglamentarias, se reali-
zaron el 25 de noviembre de 1998, notificándose dicha cir-
cunstancia a todos los afectados conocidos, siendo asimismo
publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Córdoba
núm. 245, de fecha 23 de octubre de 1998.

En dicho acto se formularon las siguientes alegaciones:

- Don José Olmo Fernández, en representación de su
hermano don Miguel Olmo Fernández, manifiesta su desa-
cuerdo con la propuesta de trazado realizada.

- Don Joaquín Becerra Murillo también muestra su desa-
cuerdo con el trazado propuesto por la Administración.

- Don Miguel García Velasco alega su disconformidad con
el deslinde, no estando de acuerdo con el mismo, y aporta
Informe Técnico en el que basa su desacuerdo.

Cuarto. Redactada la Proposición de Deslinde, que se
realiza de conformidad con los trámites preceptivos, e inclu-
yéndose claramente la relación de ocupaciones, intrusiones
y colindancias, ésta se somete a exposición pública, previa-
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mente anunciada en el Boletín Oficial de la Provincia de Cór-
doba núm. 188, de fecha 14 de agosto de 1999.

Quinto. A la Proposición de Deslinde se han presentado
alegaciones por los siguientes interesados:

- Don Joaquín Becerra Murillo muestra su conformidad
con el deslinde.

- Don Angel de Cara Díaz, en representación de Telefónica
de España, S.A., expone que existe una línea aérea telefónica,
de la que 5 postes quedan dentro de la delimitación de la
vía pecuaria, solicitando la correspondiente autorización para
regularizar la situación, una vez se haya deslindado el Cordel.

Sexto. Las alegaciones formuladas por los antes citados
serán objeto de valoración en los Fundamentos de Derecho
de la presente Resolución.

Séptimo. Con fecha 13 de abril de 1999 se acuerda la
ampliación del plazo establecido para dictar Resolución en
el presente procedimiento de deslinde durante nueve meses
más.

A la vista de tales antecedentes, son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Compete a esta Secretaría General Técnica la
Resolución del presente deslinde, en virtud de lo preceptuado
en el artículo 21 del Decreto 155/1998, de 21 de julio, por
el que se aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como el Decreto
179/2000, de 23 de mayo, por el que se aprueba la Estructura
Orgánica Básica de la Consejería de Medio Ambiente.

Segundo. Al presente acto administrativo le es de apli-
cación lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias; el Decreto 155/1998, de 21 de julio, antes
citado; la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, reguladora del
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, y demás legislación apli-
cable.

Tercero. La vía pecuaria denominada «Cordel de las Pal-
millas», en el término municipal de Hornachuelos, fue cla-
sificada por Orden Ministerial de fecha 5 de marzo de 1956,
modificada por Orden Ministerial de fecha 5 de abril de 1961,
debiendo, por tanto, el Deslinde, como acto administrativo
definitorio de los límites de cada vía pecuaria, ajustarse a
lo establecido en el acto de la Clasificación.

Cuarto. En cuanto a las alegaciones formuladas en el
acto de deslinde, se informa lo siguiente:

Respecto a la disconformidad con parte del trazado pro-
puesto de la vía pecuaria alegado por don José Olmo Fernández
y don Joaquín Becerra Murillo, no estando de acuerdo con
la ubicación del mojón gordo, manifestar que, tras una revisión,
se ha constatado que el trazado de la vía pecuaria entre los
mojones 7 (I y D) y 8 (I y D), se desplaza hacia la derecha
de la propuesta inicialmente considerada, dando lugar a la
rectificación del trazado del Cordel.

Por otra parte, señalar que no se ha estimado lo alegado
por don Miguel García Velasco, ya que se ha comprobado
que el Informe Técnico aportado en el que basa su desacuerdo
con el trazado del Cordel no se ajusta a la descripción del
Proyecto de Clasificación; en este sentido, informar que el
deslinde se ha realizado de conformidad a lo establecido en
el acto de clasificación, y el Proyecto de Deslinde se ha llevado
a cabo de acuerdo a los trámites legalmente establecidos, inclu-

yéndose todos los datos necesarios para el conocimiento del
recorrido, características y límites de la vía pecuaria.

Por último, respecto a lo alegado por el representante
de Telefónica en la fase de exposición pública, indicar que
la línea aérea telefónica que menciona constituye una ocu-
pación en la vía pecuaria, y así aparece reflejado en la Pro-
posición y en los Planos de Deslinde; no obstante, siendo
éste un procedimiento de deslinde, que tiene por objeto definir
los límite de la vía pecuaria, será objeto de regularización
en un momento posterior.

Considerando que en el presente deslinde se ha seguido
el procedimiento legalmente establecido en la Ley 30/1992,
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, con suje-
ción a lo regulado en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de
Vías Pecuarias, y al Decreto 155/1998, de 21 de julio, que
aprueba el Reglamento de Vías Pecuarias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y demás legislación aplicable al caso.

Vistos la propuesta favorable al deslinde, formulada por
la Delegación Provincial de la Consejería de Medio Ambiente
en Córdoba con fecha 3 de diciembre de 1999, así como
el Informe del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía,
emitido con fecha 7 de septiembre de 2000,

HE RESUELTO

Aprobar el deslinde de la vía pecuaria denominada «Cordel
de las Palmillas», en el tramo comprendido entre la Carretera
de San Calixto-Viña del Vicario-Mojón Gordo, a su paso por
la Finca «El Berro o Santa Cruz», con una longitud de 240
metros lineales y una anchura de 37,61 metros, en el término
municipal de Hornachuelos, en la provincia de Córdoba, con-
forme a los datos y descripción que siguen.

- Longitud deslindada: 240 metros.
- Anchura: 37,61 metros.
- Superficie: 9.026,4 m2.

Descripción:

«Finca rústica, en el término municipal de Hornachuelos,
provincia de Córdoba, con una anchura de 37,61 metros,
la longitud deslindada es de 240 metros, y la superficie des-
lindada de 9.026,4 m2, que en adelante se llamará “Cordel
de las Palmillas”, en el tramo comprendido entre la Carretera
de San Calixto-Viña del Vicario-Mojón Gordo, a su paso por
la finca “El Berro o Santa Cruz”, que linda:

- Al Norte: Con otros tramos de la vía pecuaria.
- Al Sur: Con otros tramos de la vía pecuaria.
- Al Este: Con terrenos de herederos de don Luis Hens

y don Miguel García Velasco.
- Al Oeste: Con terrenos de don Joaquín Becerra y Sres.

Olmo Fernández.»

Contra la presente Resolución, que no agota la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso de alzada ante la Con-
sejera de Medio Ambiente de la Junta de Andalucía, conforme
a la Ley 4/1999, de 13 de enero, de Modificación de la Ley
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, en el plazo
de un mes desde la notificación de la presente, así como
cualquier otro que pudiera corresponder de acuerdo con la
normativa aplicable.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 22 de mayo de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena
García.
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RESOLUCION de 5 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se emplaza a los
terceros interesados en el recurso 1263/01.S.3.ª,
interpuesto por don Anselmo, don Rafael, don Javier
y doña Isabel Botello Pérez ante la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía.

Ante la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía con sede en Sevilla, se ha
interpuesto por Don Anselmo, don Rafael, don Javier y doña
Isabel Botello Pérez recurso contencioso-administrativo contra
la Resolución de la Consejera de Medio Ambiente de fecha
25.7.2001, por la que se desestiman los recursos de alzada
interpuestos contra la Resolución aprobatoria del deslinde de
la vía pecuaria denominada «Cañada Real de Ayamonte a
Sevilla» en el t.m. de San Silvestre de Guzmán, en la provincia
de Huelva, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de
la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 1263/01.S.3.ª

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante la referida Sala
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 5 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 5 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se emplaza a los
t e r c e r o s i n t e r e sado s en e l r e cu r s o núm.
3904/01.S.1.ª, interpuesto por don Carlos Romero Sal-
vador ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Granada, se
ha interpuesto por don Carlos Romero Salvador recurso con-
tencioso-administrativo núm. 3904/01-S.1.ª contra la Reso-
lución de la Consejera de Medio Ambiente de fecha 25.2.02,
desestimatoria de la Reclamación de Responsabilidad Patri-
monial por los daños sufridos en vehículo con motivo de acci-
dente de circulación ocurrido al colisionar contra una manada
de jabalíes, a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de la
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 3904.S.1.ª

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante la referida Sala
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 5 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

RESOLUCION de 6 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se emplaza a los
terceros interesados en el recurso núm. 135/02, inter-
puesto por Inmobiliaria Sandi, SL, ante el Juzgado de
lo Contencioso-Administrativo núm. Uno de Jaén.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1
de Jaén, se ha interpuesto por Inmobiliaria Sandi, S.L., recurso
núm. 135/02 contra la Resolución de la Viceconsejera de
Medio Ambiente de fecha 25.3.02, desestimatoria del recurso
de alzada deducido contra Resolución de la Delegación Pro-
vincial de Medio Ambiente en Jaén de fecha 10.8.00, recaída
en el expediente sancionador C-167/00, instruido por infrac-
ción administrativa a la normativa vigente en materia de Caza,
y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 135/02.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 6 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena
García.

RESOLUCION de 6 de junio de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se emplaza a los
terceros interesados en el recurso núm. 189/02, inter-
puesto por Labradores de la Campiña, SC, ante el Juz-
gado de lo Contencioso-Administrativo núm. Cinco de
Sevilla.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 5
de Sevilla, se ha interpuesto por Labradores de la Campiña,
S.C., recurso núm. 189/02, contra la desestimación presunta
del recurso de alzada interpuesto contra la Resolución de la
Delegación Provincial de Sevilla de fecha 23/05/01 en el expe-
diente SE-SAN/PAM/028/00, por la supuesta comisión de infrac-
ción administrativa a la normativa vigente en materia de Pre-
vención Ambiental, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49
de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 189/02.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado,
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 6 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.
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RESOLUCION de 8 junio de 2002, de la Secretaría
General Técnica, por la que se emplaza a los terceros
interesados en el recurso núm. 432/02, interpuesto
por don Antonio Canteros Herenas ante el Juzgado
de lo Contencioso-Administrativo núm. Uno de
Córdoba.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número
Uno de Córdoba se ha interpuesto por don Antonio Canteros
Herenas recurso contencioso-administrativo núm. 432/02
contra Resolución de la Viceconsejería de Medio Ambiente
de fecha 11.1.02, estimar del recurso de alzada interpuesto
contra la Resolución del Delegado Provincial de la Consejería
de Medio Ambiente en Córdoba, de fecha 23 de julio de 2001,
r e c a í d a e n e l E x p e d i e n t e S a n c i o n a d o r n ú m .
SE-SAN/FOR/67/00, instruido por infracción administrativa a
la Ley 4/89, de la Flora y Fauna Silvestres, y la Ley 2/1989,
de 18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de Espacios
Naturales Protegidos de Andalucía y se establecen medidas
adicionales para su protección, al haberse producido la cadu-
cidad del Expediente Sancionador, y a tenar de lo dispuesto
en el artículo 49 de la Ley reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 432/02.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a aquellas per-
sonas, terceros interesados a cuyo favor hubieren derivado
o derivaren derechos por la Resolución impugnada, para que
comparezcan y se personen en autos ante el referido Juzgado
en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de la
presente Resolución.

Lo que así acuerdo y firmo en Sevilla, 8 de junio de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

CORRECCION de errores a la Resolución de fecha
19 de febrero de 2002, de la Secretaría General Téc-
nica, por la que se aprueba el deslinde parcial de la
vía pecuaria denominada Vereda del Camino Viejo de
Paterna, tramo 2.º, en el término municipal de Puerto
Real (Cádiz) (VP 327/01).

Detectado varios errores materiales en la Resolución de
referencia, y en virtud del artículo 105.2 de la Ley 30/1992,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Pro-
cedimiento Administrativo Común, conforme al artículo pri-
mero, punto 23, de la Ley 4/1999, de modificación de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, antes referida, pasamos
a las siguientes correcciones:

En la descripción del tramo donde dice: «tramo 2.º, desde
su encuentro con la Cañada Real de Arcos a San Fernando
hasta su encuentro con la Cañada Real del Higuerón»; debe
decir: «tramo 2.º, desde su encuentro con la Cañada Real
del Camino Ancho hasta su encuentro con la Cañada Real
de Arcos a San Fernando».

En los antecedentes de hecho, donde dice: «3 de abril»;
debe decir: «13 de abril», y donde dice: «27 de julio»; debe
decir: «21 de julio».

En la descripción registral donde dice: «109.900 metros
cuadrados»; debe decir: «109.902», y donde dice: «al Este,
con la Cañada Real del Camino Ancho y al Oeste con la Cañada
Real de Arcos a San Fernando»; debe decir: «al Este, con
la Cañada Real de Arcos a San Fernando y al Oeste con la
Cañada Real del Camino Ancho».

En el listado de coordenadas ha de incluirse:

Lo que así, acuerdo y firmo en Sevilla, 15 de abril de
2002.- El Secretario General Técnico, Manuel Requena García.

4. Administración de Justicia

MINISTERIO DE JUSTICIA

RESOLUCION de 12 de junio de 2002, de la
Gerencia Territorial de Justicia de Andalucía en Gra-
nada, por la que se confirman los nombramientos de
Secretarios en Régimen de Provisión Temporal para
los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción de
las localidades que se citan.

De conformidad con lo previsto en el artículo 38.2 del
Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios Judiciales,
y en el artículo 3, apartado 2-f), de la Orden Ministerial de
16 de abril de 1991 (BOE del día 26) en relación con el
artículo 12 del Real Decreto 107/91, de 11 de enero, este
Gerente Territorial confirma el Acuerdo tomado por la Sala
de Gobierno del TSJA, reunida en Comisión, y en sesión cele-
brada el día 4 de junio de 2002, por el que se nombran

a los siguientes Secretarios en Régimen de Provisión Temporal
para los Juzgados que se dicen:

Para el Juzgado de PII núm. Dos de Berja núm. Uno
(Almería), a don Manuel Miguel Ocaña Gámez.

Para el Juzgado de PII núm. Dos de Arcos de la Frontera
(Cádiz), a doña María Dolores Moreno Romero.

Para el Juzgado de PII Unico de Baena (Córdoba), a doña
Angela Marina Courel Galán.

Para el Juzgado de PII núm. Dos de Aracena (Huelva),
a don Miguel Barroso Becerra.

Para el Juzgado de PII núm. Tres de Ayamonte (Huelva),
a doña Rosa María Pareja Aparicio.

Para el Juzgado de PII núm. Uno de La Palma del Condado
(Huelva), a don Manuel León Vidal.

Para el Juzgado de PII núm. Uno de La Carolina (Jaén),
a don Enrique José Jordá Ferri.

Para el Juzgado de PII núm. Uno de Cazorla (Jaén), a
doña Elena Jiménez Matías.
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Para el Juzgado de PII núm. Uno de Coín (Málaga), a
doña Rosario de Fátima García Ruiz.

Para el Juzgado de PII núm. Uno de Ecija (Sevilla), a
doña Aurora Vílchez Santiago.

Para el Juzgado de PII núm. Dos de Lora del Río (Sevilla),
a doña María Angeles Docavo Torres.

Granada, 12 de junio de 2002.- El Gerente Territorial,
Francisco de Paula Villegas Sánchez.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. NUEVE
DE SEVILLA

EDICTO dimanante del procedimiento de menor
cuantía num. 632/99. (PD. 1869/2002).

NIG: 4109142C19999000125.
Procedimiento: Menor Cuantía 632/1999. Negociado: 5.º
Sobre: Reclamación de cantidad.
De: Entidad Shell España, S.A.
Procurador: Sr. José Ignacio Díaz Valor.
Contra: Entidad Cuespi, S.L., y Entidad Consultora Urba-

nística y de Expansión, S.L. (C.U.E.)
Procuradora: Sra. Macarena Peña Camino.

E D I C T O

CEDULA DE NOTIFICACION

En el procedimiento Menor Cuantía 632/1999-5.º segui-
do en el Juzgado de Primera Instancia núm. Nueve de Sevilla
a instancia de Entidad Shell España, S.A., contra Entidad Cues-
pi, S.L., y Entidad Consultora Urbanística y de Expansión,
S.L. (C.U.E.), sobre reclamación de cantidad, se ha dictado
la sentencia que copiada en su encabezamiento y fallo es
como sigue:

«El Ilmo. Sr. don Manuel J. Hermosilla Sierra, Magis-
trado-Juez titular del Juzgado de Primera Instancia, ha visto
los autos de Menor Cuantía 632/99-5, seguidos a instancia
de Entidad Shell España, S.A., representado por el Procurador
de los Tribunales, Sr. don José Ignacio Díaz Valor, contra Enti-
dad Cuespi, S.L., y Entidad Consultora Urbanística y de Expan-
sión, S.L. (C.U.E., S.L.), sobre reclamación de cantidad.»

F A L L O

«Que estimando la demanda interpuesta por el Procurador
Sr. don José Ignacio Díaz Valor, en nombre y representación
de Shell España, S.A., contra CUESPI, S.L., y Consultora Urba-
nística y de Expansión, S.L. (C.U.E., S.L.), condeno a ambas
demandadas a abonar a la actora la cantidad de 120.202,42
euros más los intereses legales devengados por dicha suma
desde la fecha del emplazamiento, todo ello con expresa con-
dena en costas procesales a ambas demandadas.

Contra esta sentencia cabe interponer recurso de ape-
lación que se preparará por escrito ante este Juzgado en el
plazo de cinco días, conforme a lo dispuesto en el art. 457
y ss. de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento
Civil.»

Y con el fin de que sirva de notificación en forma a la
demandada Entidad Cuespi, S.L., extiendo y firmo la presente
en Sevilla a doce de junio de dos mil dos. El/La Secretario.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION
NUM. UNO DE SANTA FE

EDICTO dimanante del procedimiento ordinario
núm. 242/2001. (PD. 1882/2002).

Negociado núm. 1.
NIG: 1817541C20011000440.
Procedimiento ordinario 242/2001.
Sobre: Privación de patria potestad.
De: Doña Silvestra Tovar Rodríguez.
Procurador: Sr. Manuel Alameda Ureña.
Contra: Don Francisco José Arbol Urbano.

E D I C T O

En los autos de procedimiento ordinario núm. 242/2001,
seguidos en el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
núm. 1 de Santa Fe (Granada) a instancia de doña Silvestra
Tovar Rodríguez contra don Francisco José Arbol Urbano, sien-
do parte el Ministerio Fiscal, sobre privación de patria potestad,
se ha dictado la sentencia que, copiada en su encabezamiento
y fallo, es como sigue:

S E N T E N C I A

En Santa Fe, a tres de mayo de dos mil dos.
Vistos por mí, don Miguel Angel Torres Segura, Juez Titular

del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. Uno
de los de esta Ciudad y su Partido, los autos de Juicio ordinario
seguidos por este Juzgado bajo el núm. 242/01, promovido
por el Sr. Procurador de los Tribunales don Manuel Alameda
Ureña, en nombre y representación de doña Silvestra Tovar
Rodríguez, bajo la dirección del Letrado don Enrique Labella
Onieva, contra don Francisco José Arbol Urbano, que per-
manece en rebeldía, y el Ministerio Fiscal (...)

F A L L O

Que debo estimar y estimo la demanda presentada por
el Sr. Procurador de los Tribunales don Manuel Alameda Ure-
ña, en nombre y representación de doña Silvestra Tovar Rodrí-
guez, contra don Francisco José Arbol Urbano, acordando que
éste quede privado de la patria potestad que ostentaba sobre
sus hijos Esperanza Arbol Viceira, Jacob Arbol Viceira, Melisa
Arbol Viceira y Francisco Arbol Viceira, que deberán ser some-
tidos a tutela, debiendo tramitarse en procedimiento de juris-
dicción voluntaria una vez firme la presente resolución, sin
que proceda especial pronunciamiento en cuanto a las costas
causadas.

Notifíquese esta resolución a las partes con la advertencia
de que la misma no es firme y que contra ella pueden interponer
recurso de apelacion por ante mí la Audiencia Provincial en
el plazo de cinco días.

Así, por esta mi Sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.
Firmado y rubricado.

Y con el fin de que sirva de notificación en forma al deman-
dado don Francisco José Arbol Urbano, en estado legal de
rebeldía y en paradero desconocido, insértese el presente edicto
en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
para lo cual extiendo y firmo la presente en Santa Fe, a die-
cisiete de mayo de dos mil dos.- La Secretario.
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5. Anuncios

5.1. Subastas y concursos de obras, suministros y servicios públicos

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 3 de junio de 2002, de la Direc-
ción General de Patrimonio, por la que se hace pública
de declaración de concurso desierto.

De conformidad con lo previsto en el artículo 77 de la
Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, y en el artículo 156 del Reglamento
para su aplicación, aprobado por Decreto 276/1987, de 11
de noviembre, por Resolución de 7 de febrero de 2002 (BOJA
núm. 22, de 21 de febrero de 2002) se convocó concurso
público para la adquisición de un inmueble en Málaga y su
rehabilitación, con destino a albergar una sede administrativa
de la Junta de Andalucía.

Cumplidos los trámites procedimentales exigidos, con
arreglo a las prescripciones del artículo 157 y concordantes
del citado Reglamento para la aplicación de la Ley del Patri-
monio, con fecha 31 de mayo de 2002, la Consejera de Eco-
nomía y Hacienda ha declarado desierto el concurso público
para la adquisición del local citado, por la falta de presentación
de ofertas.

Lo que se hace público en cumplimiento de lo preceptuado
en el artículo 218 del Reglamento citado.

Sevilla, 3 de junio de 2002.- El Director General,
Fernando Ron Giménez.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 11 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, por la que se declara
desierta la contratación del servicio que se indica.

Con fecha 14 de enero de 2002 se acordó por Resolución
de la Delegación de la Consejería de Justicia y Administración
Pública en Córdoba la iniciación de expediente para la con-
tratación del servicio de transporte público urbano e interur-
bano en automóviles de turismo, destinado al desplazamiento
de personal afecto a distintos órganos judiciales de Córdoba.

Se acordó, asimismo, que el expediente de contratación
sería ordinario y el procedimiento abierto mediante la forma
de concurso.

A tales efectos, con fecha 25 de abril del 2002 se publicó
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía el anuncio de
licitación.

Transcurrido el plazo establecido de 15 días naturales
sin haberse formulado ninguna oferta, se reunió la Mesa de
Contratación, acordando, según consta en el Acta de fecha
15 de mayo del 2002, proponer se declarase desierto el
concurso.

Por todo ello, y en uso de las competencias legalmente
atribuidas a esta Delegación Provincial,

HE RESUELTO

Unico. Declarar desierto el concurso abierto para la con-
tratación del servicio de transporte urbano e interurbano en
automóviles de turismo destinados al desplazamiento del per-
sonal afecto a distintos Organos Judiciales de Córdoba.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administra-
tivo en el plazo de dos meses, contados desde el día siguiente
a la publicación de esta Resolución, ante el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo donde tenga su domicilio el
demandante o se halle la sede del órgano autor del acto ori-
ginario impugnado, a elección de este último, de acuerdo con
lo previsto en los artículos 8, 14 y 46 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio.

Córdoba 11 de junio del 2002.- La Delegada, Soledad
Pérez Rodríguez.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

RESOLUCION de 18 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se anuncia con-
curso abierto para la adjudicación de servicio de lim-
pieza de la Delegación de Sevilla. (PD. 1856/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-

nológico.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General Técnica.
c) Número del expediente: 125/2002.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Servicio de limpieza de la Dele-

gación de Sevilla.
b) Lugar de ejecución: Sevilla.
c) Plazo de ejecución: 12 meses.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación. Importe total: 98.240,81

euros (noventa y ocho mil doscientos cuarenta euros y ochenta
y un céntimos).

5. Garantía provisional: 1.964,82 euros, mil novecientos
sesenta y cuatro euros y ochenta y dos céntimos.

6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnoló-

gico, Secretaría General Técnica, Sección de Contratación e
Inversiones.

b) Domicilio: Avda. Hytasa (antigua Héroes de Toledo),
14, planta sótano 1.

c) Localidad y Código Postal: Sevilla, 41006.
d) Teléfono: 95/504.85.00.
e) Telefax: 95/504.84.91.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Durante el plazo de presentación de proposiciones.
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7. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 15 días naturales, a con-

tar desde el siguiente al de publicación del presente anuncio
en el BOJA.

b) Documentación a presentar: La especificada en los
Pliegos Base de esta contratación.

c) Lugar de presentación: Registro General de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, sito en la dirección arriba
citada.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Tres meses.

9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Consejería de Empleo y Desarrollo Tecno-

lógico.
b) Domicilio: Avda. Hytasa, 14.
c) Localidad: Sevilla, 41006.
d) Fecha examen documentación administrativa: El miér-

coles 24 de julio.
e) Apertura de proposiciones: A las nueve horas del miér-

coles 31 de julio.
10. Gastos de anuncios: El pago del presente anuncio

será por cuenta del adjudicatario.
12. Página web de información: www.cedt.junta-

andalucia.es.

Sevilla, 18 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Juan Francisco Sánchez García.

RESOLUCION de 19 de junio de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se anuncia con-
curso abierto para la adjudicación de estudios y tra-
bajos técnicos en materia de seguridad de datos de
carácter personal de la Consejería. (PD. 1855/2002).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Empleo y Desarrollo Tec-

nológico.
b) Dependencia que tramita el expediente: Secretaría

General Técnica.
c) Número del expediente: 108/2002.
2. Objeto del contrato.
a) Descripción del objeto: Estudios y trabajos técnicos

en materia de seguridad de datos de carácter personal de
la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico.

b) Lugar de ejecución: Servicios Centrales.
c) Plazo de ejecución: Hasta 28.12.2002.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto de licitación. Importe total: 136.000,00

euros (ciento treinta y seis mil euros).
5. Garantía provisional: 2.720,00 euros, dos mil sete-

cientos veinte euros.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnoló-

gico, Secretaría General Técnica, Sección de Contratación e
Inversiones.

b) Domicilio: Avda. Hytasa (antigua Héroes de Toledo),
14, planta sótano 1.

c) Localidad y Código Postal: Sevilla, 41006.
d) Teléfono: 95/504.85.00.
e) Telefax: 95/504.84.91.
f) Fecha límite de obtención de documentos e información:

Durante el plazo de presentación de proposiciones.
7. Requisitos específicos del contratista.
a) Clasificación: Grupo V, Subgrupos 5 y 8, Categoría B.
8. Presentación de ofertas.
a) Fecha límite de presentación: 15 días naturales, a con-

tar desde el siguiente al de publicación del presente anuncio
en el BOJA.

b) Documentación a presentar: La especificada en los
Pliegos Base de esta contratación.

c) Lugar de presentación: Registro General de la Consejería
de Empleo y Desarrollo Tecnológico, sito en la dirección arriba
citada.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Tres meses.

9. Apertura de ofertas.
a) Entidad: Consejería de Empleo y Desarrollo Tecno-

lógico.
b) Domicilio: Avda. Hytasa, 14.
c) Localidad: Sevilla, 41006.
d) Fecha examen documentación administrativa:

24.7.2002.
e) Apertura de proposiciones: A las nueve horas del

31.7.2002.
10. Gastos de anuncios: El pago del presente anuncio

será por cuenta del adjudicatario.
11. Página web de información: www.cedt.junta-

andalucia.es.

Sevilla, 19 de junio de 2002.- El Secretario General
Técnico, Juan Francisco Sánchez García.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 10 de junio de 2002, de la Dele-
gación Provincial de Málaga, por la que se hace pública
la adjudicación de los contratos de obras que se indican
por el procedimiento abierto mediante la forma de
subasta.

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Obras Públicas y Transportes.
b) Dependencia que tramita el expediente: Delegación

Provincial de Málaga.

Expte.: 2000-0150-01-15 (03-MA-1335-RH).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Obras.
b) Descripción del contrato: Rehabilitación de firme en

la MA-402, p.k. 17 + 500 al p.k. 24 + 500.
tt.mm. Cártama y Pizarra.
c) Publicada la licitación en BOJA núm. 14, de fecha

2.2.2002.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Tramitación de urgencia.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Subasta.
4. Presupuesto base de licitación. Importe máximo:

510.739,65 euros.
5. Adjudicación.
a) Fecha: 22 de mayo de 2002.
b) Contratista: Salvador Rus López Constr., S.A.
c) Nacionalidad:
d) Importe de adjudicación: 413.069,20 euros.

Expte.: 2001-2111-06-08 (03-MA-1392-RF).
2. Objeto del contrato.
a) Tipo de contrato: Obras.
b) Descripción del contrato: Refuerzo de firme en la

MA-113, p.k. 0 al 9 (Carretera de Olías).
c) Publicada la licitación en BOJA núm. 14, de fecha

2.2.2002.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Tramitación de urgencia.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Subasta.


